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CAPITULO PRIMERO 

ANTECEDENTES HISTORICOS DE LA QUIEBRA 

I.- DERECHO ROMANO. 

El derecho Romano nació de las costumbres y tre-

diciones de los pueblos més antiguos. "La quiebra es un -

producto de origen romano con influencias germánico medie-

vales" ( 1). 

El derecho Romano no conoció un derecho especial 

del comercio, pero si legisló sobre las consecuencias que-

deberla sufrir un deudor que no cumplia con sus obligacio-

nes. 

El deudor incumplido, podia ser objeto de la ma-

nus injectio, o sea la forma de forzar al condenado a pa--

gar una suma determinada de dinero, según la Ley de las O~ 

ce Tablas, que se aplicaba tanto al demandado como al que-

habla reconocido su deuda delante del magistrado, se le 

concedían treinta dias para liberarse, pero si dejaba pa--

sar ese tiempo sin haber pagado, quedaba expuesto a los r! 

gores de la manus injectio, el acreedor pon~a la mano so--

bre su deudor, pronunciando una determinada fórmula sacra-

( 1 ) Rodriguez y Rodriguez, Joaquin. 11 Derecho mercantil" 
Sa. Ed. México. Porrua, 1969. T. II. p. 289. 
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mental. Si el deudor no pagaba lo podía mantener indefini 

damente en esclavitud, venderlo en el extranjero o matarlo 

y si eran varios acreedores podían dividirse entre ellos -

el cuerpo del deudor, en proporción a sus respectivos eré-

ditas, sin cometer fraude. 

Según afirma Petit, el procedimiento podía termi 

narse de dos maneras distintas; a).- si se otorgaba un 

vindex o sea un tercero que tomaba como suyo el asunto, el 

magistrado le declaraba addicatus y el acreedor lo podia -

llevar a su morada, encadenarlo y tratarlo como esclavo de 

hecho, aunque no de derecho. Esta situación duraba sesenta 

días durante la cual podía obtener su libertad publicando-

durante tres dias de mercado consecutivos el nombre del -

deudor y el importe de la deuda, si transcurridos éstos no 

habla pagado nadie por él, era muerto, o vendido como es--

clavo más allá del Tiber, y b).- Si el deudor encontraba -

un vindex, se daba lugar a un nuevo proceso entre el acre~ 

dar y el vindex, la pérdida de éste nuevo proceso condena-

ba al vindex al doble pago, para castigarle por haber pue~ 

to obstáculos al derecho del acreedor ( 2 ). 

surge como reacción a la manus injectio, la Lex-

Poetelia que limitó el carácter penal del procedimiento y-

disponia en contra de su car~cter privado. la intervención 

del magistrado en todos los casos y circunstancias. 

( 2 ) Petit, Eugene. "Tratado elemental de derecho romano". 
Tr. J. Ferrandez González. México. Edinal, 1963. p. 623. 
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En los casos en que el deudor estaba ausente o -

habia huido para eludir el pago de sus deudas, no procedía 

la manus injectio, por lo que se introdujo el sistema de -

la missio in possessionem, y después este sistema se exte~ 

dió al deudor confeso o juzgado, por lo cual con arreglo a 

él, "los bienes se confiaban a la custodia y a la adminis-

tración de los acreedores: pero sin que ello implicara una 

ejecución general o una expropiación cEl patrimonio entero, 

a la cual sólo se llegaba después, y de un modo indirecto, 

mediante la bonorum vendictio, que producía una especie de 

sucesión en universum jts a favor del adquirente de los bi~ 

nes, el cual al sustituir al deudor estaba obligado a pa--

gar sus deudas hasta el limite del valor del patrimonio C!:, 

dido" ( ) • 

Las facultades atribuidas por la missio in poss~ 

ssiones, se han considerado como una forma de prenda que -

debla ser de escasa duración, hasta la adjudicación de los 

bienes que se hacia de acuerdo con la ley venditionis,·y -

asi el adquirente se convertía en un sucesor a titulo uni-

versal del deudor. Después surge la bonorum distractio la 

cual por medio de un curador especial, curator bonorum, t~ 

nia ante todo como objeto impedir la reducción fraudulenta 

del patrimonio. La institución de la cessio bonorum le con 

cedió al deudor el derecho de entregar sus bienes a sus 

acreedores, para que éstos procedieran a la venta y con lo 

( 3 ) Brunetti, Antonio. "Tratado de quiebras". Tr. J. -
Rodríguez y Rodríguez. México. Porrua, 1945. p. 16. 
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que se obtuviera se hiciera el pago de sus créditos. "Ta,!! 

to la cessio bonorum como la bonorum distractio era proc~ 

dimientos colectivos" ( 4 ). 

Las caracteristicas del sistema romano según el· 

maestro Rodriguez y Rodriguez, pueden reducirse a tres: -· 

la.- No hay concurso de acreedores, 2a.- No hay concepto • 

de insolvencia sino de enajenación y 3a.- Predomina la au-

toridad privada como motora directa del procedimiento (5). 

No podemos negar que el. derecho romano, nos dió-

los principios de lo que con el tiempo se convertirla en -

la institución que hoy conocemos como quiebra. 

II.- DERECHO ITALIANO. 

En el Mediterráneo, después de la cuí.da del Imp~ 

ria Romano de occidente y cuando pueblos nuevos tomaron la 

dirección del mundo accidental, surgen otras costumbres y-

un nuevo derecho que empieza a estructurar a las comunida-

des de aquella época. 

"Los comerciantes crearon sus propios tribunales 

que u.plicaban las costumbres mercantil.es que se convertian 

en 1.ey a través de las sentencias. Respecto de los deudo-

res insolventes, se apartaron los ordenamientos bárbaros -

de la benignidad que el derecho romano en su última fase -

concedia a los deudores, y se volvió a las penas persona--

{ 4 ) Cervantes Ahuman a, Raúl. "Derecho de quiebras n. Méx_4:. 
co. Herrero, 1970. p. 23. 
( 5 } Rodriguez y Rodríguez. Op. cit. p. 209. 



- 6 -

les, por la consideración de que todo deudor era un defra~ 

dador" ( 6 ) • 

Podemos afirmar que la quiebra es de origen ita

liano, ya que en sus estatutos se establecieron con gran -

amplitud y precisión el objeto y fin de la quiebra, aunque 

los autores italianos y españoles discuten sobre cual pals 

dió su verdadero sentido al derecho de quiebra. 

"Se dice que la sustancia de los principios y de 

las reglas elaboradas por el derecho estatutario italiano

ha permanecido inalterable a través de las transmigracio-

nes hechas por la institución en toda Europa, e informan -

incluso hoy las legislaciones vigentes que éstos datos son 

atributo obligado a las aportaciones del derecho estatuta

rio j_ taliano a la teoria de la quiebra" ( 7 ) . 

Conforme u Rodriguez y Rodriguez, l~s supuestas

aportaciones del derecho intermedio italiano a la doctrina 

de la quiebra se supone que son: la.- El embargo judicial 

de los bienes, 2a.- El requerimiento de oficio de los acre~ 

dores para que presenten sus créditos, 3a.- El reconoci- -

miento judicial de los mismos, 4a. - Las fücil.Ldades para -

el convenio de mayoria. Pero debemos reconocer, dice el -

maestro, que desde las obras magnas de los juristas romanos 

que son las Siete Partidas encontramos sistematizado y aún 

con preferencia cronológica éstos mismos principios bási -

cos en la doctrina de la quiebra, de lo que se ufana el de 

6 Cervantes Ahumada. Op. cit. p. 23. 

7 Rodrlguez y Rodriguez. Op. cit. p. 290. 
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recho medieval español ( 8 ). 

III.- DERECHO FRANCES. 

En Francia el derecho estatutario italiano ejer-

ció una gran influencia: la quiebra tuvo su primera regul~ 

ción orgánica en el reglamento de Lyon de 1665, que sirvió 

de base a las Ordenanzas de 1673, en éstas se reglamentó -

la quiebra y la bancarrota, y se nota un atraso al elimi--

nar un periodo sospechoso que más tarde se introdujo nuev~ 

mente por disposición real. 

Ripert, señala que el carácter penal de la quie-

bra, explica la intervención del poder real, imponiendo p~ 

nas severas a los culpables de bancarrota; tenemos por - -

ejemplo las Ordenanzas de Francisco I (1536) y~c Carlos -

IX {1560), en las cuáles se disponia que los culpables se-

rlan juzgados de una manera extraordinaria y no podian el~ 

dir el rigor de la norma, sino mediante la cesación de to-

do su activo. Por lo que era necesar.io reglamentar· la ve~ 

ta de los bienes y la forma de su distribución frente a los 

acreedores ( 9 ) . 

En el sistema francés, la quiebra aparece como -

un procedimiento de liquidación de los bienes del deudor¡ -

principia con la liquidación que es obligatoria dentro de-

los tres dias siguientes a la cesación de pagos. "Pero el-

( B ) Rodriguez y Rodríguez Op. cit. p. 209. 
( 9 } Ripert, Georges. "Tratado elcmen tcrl de derecho co-
mercia l". Tr. F. de Solé Cañozares. Bucn0s Aires. Tipogr~ 
fía Editora, 195·1.. T IV. p. 201. 
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procedimiento estaba fundamentalmente encaminado a llegar 

a la conclusión de un convenio entre el quebrado y sus 

acreedores¡ solo si se formulaba una proposición o, si h~ 

cha hubiese sido aprobada, la quiebra entraba en la fase-

de liquidación de los bienes" { 10 ). En las Ordenanzas-

de 1673 se encontraba esbozado el sistema de la liquida--

ción colectiva. 

Los principios generales del Código Francés, --

han sido recogidos en su mayor parte, en las legislacío--

nes europeas del siglo pasado, y en la actualidad vemos -

que la quiebra en el Código de Comercio francés constitu-

ye un tipo de autogestión de la masa activa por parte de-

los acreedores, vigilaba solamente por la autoridad judi-

cial., estando concientes que este sistema tiende a desapE_ 

recer porque poco a poco adquiere igual grado de importan, 

cia tanto en el ámbito de la economia, como en el de l.a -

administración de justicia, y de acuerdo con Brunetti, la 

intervención directa de l.os ücreedores en l.a operación .de 

conservación de liquidación contrasta con tales princi- -

pios que aún se advierten en el Código de Comercio vigen-

te, en cambio quedaron superados con la reforma hecha, por 

la Ley de 1930 ( 11 ). 

IV.- DERECHO ESPJillOI. 

Ya declamas que los juristas españoles reclaman 

10 Brunetti. Op. cit. p. 18. 
11 Ibidem. Op. cit. p. 19. 
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para España el ser autores de los verdaderos principios 

del derecho de quiebra y ello lo encontramos en la cita 

que hace Rodríguez Rodríguez de Benito, "que antes del -

siglo XIII haya podido haber en Italia algo más conseguido 

de regulación del régimen de quiebra, que nuestras parti--

das ••• , pero hasta el actual momento, debe dormir en al-

gún archivo ignorado, lo que no deja de ser raro después -

de las concienzudas búsquedas de los historiadores del de-

recho italiano y alemán" ( 12 ). En efecto en la partida-

V, Titulo XIV se preve la intervención de la autoridad ju-

dicial, la reclamación ante la misma autoridad, el desapo-

deramiento, la enajenación y el pago ante el juez. El con 

curso de acreedores se señala en el Ley II y V ~e los cit~ 

dos Titulo y Partida; la prelación de crédito en las Leyes 

I y II, también se regula en las Partidas el convenio pre-

ventivo de la quiebra cuando se establece la mora de acueE 

do con la mayoría de los acreedores y la quita que se con-

cedia también por mayoría. 

En las partidas no se usa la expresión de quie--

bra. La primera Ley que usó éste vocablo fué promulgada -

en Barcelona en 1229 y se refcria a los camb~stas o banqu~ 

ros, "a los que por haber quebrado, se les condenaba a no-

tener tabla de cambio o empleo alguno, a publicarse uor 

pregón su infamia, y a deternéseles y mantenerlos a pan y-

agua hasta que pagasen sus deudas" ( 13 }. 

l~ Rodríguez y Rodríguez. op. cit. p. 290 
13 Cervantes Ahumada. Op. cit. p. 26. 
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Francisco Salgado de Somoza, publicó el primer -

tratado de derecho de quiebras en 1665, en donde trata ca

si todos los problemas fundamentales del derecho de quie-

bra moderno, y su influencia se extendió a la mayoría de -

los paises europeos, principalmente en los estados germéni 

ces, destacando la intervención judicial en todas las eta

pas del procedimiento. 

El libro de Salgado de Somoza, nos dice Rodri- -

gucz y Rodriguez, está dividido en diferentes partes, en -

la primera se tratan los problemas de la declaración del -

concurso, en la segunda, las características especiales -

del juicio de concurso y la situación de algunos acreedo-

res, en la tercera, la enajenación de bienes, créditos del 

fisco, créditos hipotecarios y otros diversos ( 14 ). 

En 1737, son promulgadas las Ordenanzas de Bil-

bao, reguladoras de los problemas de la quiebra y que pod~ 

mas considerar como un verdadero Código de Comercio. En -

ellas se usa el concepto de quiebra referido a los nego- -

ciantes que no quieren o no pueden cumplir con los pagos -

que tienen a su cargo. 

En estas Ordenanzas se establecen las condicio-

nes que deben cumplirse para ser declarado en quiebra, ha

ciendo la aclaración que es el primer ordenamiento que fué 

de aplicación exclusiva para los comerciantes, porque sab~ 

mas que en algunos paises se podia declarar la quiebra a -

( 14 ) Rodríguez y Rodríguez. Op. cit. p. 292. 
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los no comerciantes como en Alemania, Inglaterra, etc. 

También se citan las normas para la ocupación y el inven

tario de sus bienes, además de disposiciones sobre los 

efectos de la quiebra en relación con la persona del que

brado: sobre los pagos efectuados y por efectuar: sobre -

la responsabilidad penal: sobre las diversas relaciones -

juridicas: asi como los problemas relativos a la separa-

ción en la quiebra y revocación de los actos en fraude de 

acreedores y reconocimiento de créditos. 

V.- ANTECEDENTES INMEDIATOS EN HEXICO 

Las Ordenanzas de Bilbao, fueron nuestra Ley d~ 

rante la Colonia hasta la promulgación del Código de co-

mercio de 1854. 

En México, el Código de 1854 es un Código de i~ 

fluencia española y francesa en el que desaparece el con

cepto de atrasados. 

En el Código de 1883 es mayor la influencia es

panola. Se establece la [.lrejudici.:il de lu quiebra. la 

distinción entre sindico provisional y definitivo y la 

presunción llamada muciana. 

En el Código de 1889, las normas de la quiebra

se consignan en dos libros distintos igual que en el Cód! 

go de 1883. Se encuentra mejor regulado el régimen de 

los bienes comprendidos en la masa, normas sobre revoca-

ción y sobre prelación de acreedores, pero se dá una mez

cla de la institución española y francesa. 
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La Ley de Quiebras y Suspensión de Pagos que nos 

rige actualmente entró en vigor en 1943, y senala las dis

posiciones a seguir para la constitución de la quiebra. 

Sabemos que nuestra Ley ha sido elaborada con e~ 

mero, pero as! como el tiempo y las condiciones cambian, -

la Ley de Quiebras y Suspensión de Pagos, debe estar cons

tantemente vigilada, y ser reformada si es preciso, para -

seguir el adelanto de nuestra época. 
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VI.- CONCEPTO ECONOMICO Y JURIDICO DE QUIEBRA 

A.- CONCEPTO ECONOMICO DE LA QUIEBRA. 

El primer articulo de la Ley de Quiebras y Sus-

pensión de Pagos establece; ''Podrá ser declarado en esta-

do de quiebra el comerciante que cese en el pago de sus -

obligaciones". 

''La cesación de pagos en su más intimo sentido, 

alude y presupone un estado patrimonial; descansa sobre -

t1n estado de insolvencia ..• { 1 }. 

Asi del articulo mencionado, deducjmos que la -

quiebra es un estado de insolvencia, una situución en la-

que el comerciante, está incapacitado para hacer frente a 

sus compromisos económicos y en consecuencia se encuentra 

en el supuesto de que se formule una declaración de quie-

bra en su contra. 

( 1 ) Rodriguez y Rodríguez, Joaquín. "Ley de quiebras
Y suspensión de pagos". 4a. ed. México. Porrua, 1966. p.-
12. 
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Al mencionar el estado de insolvencia, estamos -

ante un concepto de carácter económico, por lo que debemos 

considerar a la quiebra desde dos puntos de vista: el eco-

nómico y el jurídico. 

Desde el punto de vista económico, es estimado -

como un estado en el cual puede encontrarse en ocasiones -

una empresa mercantil al realizar su actividad comercial -

que incapacita al comerciante para hacer frente a sus com-

premisos económicos. 

Existen diversas opiniones acerca de la quiebra-

económica, como la que señala Percerou ( 2 ) cuando indi--

ca que el comerciante que incurre en faltas de administra-

ción, ~alcula mal sus precio::. de reventa, ctcét.erü, lo lle-

va a la quiebra. Rocco, dice que la quiebra es "el efecto 

del fenómeno anormal del crédito'' ( 3 ), y no negamos la -

importancia que tiene el crédito como un elemento decisivo 

para el buen funcionamiento de cualquier empresa. Charles 

Gide, define al crédito como ''el cambio de una riqueza pre-

sente por una futura'' ( 4 ), lo que puede dar lugar al de-

sequilibrio de una empresa, pero sin llegar a confundir la 

insolvencia con el simple desequilibrio aritmético o défi-

cit contable de la empresa. 

( 2 ) Apodaca y Osuna, Francisco. ''Presupuestos de la -
quiebra". México. Slylo, 1945. p. 21 
( 3 ) Ibidem. p. 22 
( 4 ) Gide, Charles. ''Curso de cconomia polltica". Bue -
nos Aires, Anaconda, 1944. p. 274. 
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Apodaca y Osuna, considera que el "estado de in-

suficiencia económica, de carencia absoluta, de incapaci--

dad credicticia se llama quiebra o insolvencia" ( 5 ) • 

Sin embargo creemos necesario distinguir que la -

quiebra no es lo mismo que la insolvencia. 

En el derecho civil y de acuerdo con el Código -

Civil en su articulo 2166, hay insolvencia cuando el acti-

va no basta para cubrir el pasivo, y como presupuesto de -

la quiebra, ''la insolvencia es un estado general de impo--

tencia patrimonial de una empresa mercantil, y para hacer-

frente por medio ordinarios a sus obligaciones liquidas y-

vencidas" ( 6 ) . 

Por lo tanto concluimos diciendo que económica--

mente se dice que una persona est~ quebrada cuando no pue-

de atender al pago de sus obligaciones o sea cuando se en-

cuentra insolvente. 

B.- CONCEPTO JURIDICO DE LA QUIEBRA. 

El estado de hecho que es característico de l.a -

quiebra económica, no tiene ningún efecto jurídico micn- -

tras el derecho no lo recoja dándole vida jurídica, y no -

es hasta el momento en que se haga la declaración judicial 

del estado económico de la insolvencia cuando se produci--

rán los efectos jurídicos de la quiebra. 

5 Apodaca y Osuna. Op. cit. p. 22. 
6 Cervantes Ahumada. Op. cit. p. 36. 
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Nos dice De Pina, que la quiebra es un estado -

jurídico, ésto es, que no basta que el comerciante cese en 

sus pagos para que se le considere en quiebra, sino que es 

preciso una declaración judicial que asi lo establezca. 

El articulo primero de la Ley de Quiebras, entre otros, s~ 

ñala claramente que la quiebra es un estado que debe ser -

declarado judicialmente. ( 7 ). 

La declaración se dictarti. cuando se comprueben -

las circunstancias que determinan el estado económico de -

la insolvencia y como todo presupuesto de derecho, es nece-

sario que primero se produzca el hecho para posteriormente 

se den las consecuencias jurídicas de éste. 

La quiebra como institución juridica, es un con-

junto de normas que regulan los efectos jurídicos del est~ 

do económico de insolvencia de un negocio mercantil y solo 

se constituye por sentencia judicial. 

{ 7 ) De. Pina Vara, Rafael. "Elementos de derecho mercan
til mexicano" 4a. ed. México. Porrua, 1970. p. 450. 
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VII.- LA CONSTITUCION DEL ESTADO JURIDICO DE QUIEBRA 

A.- SUPUESTOS DE LA QUIEBRA: 

Antes de referirnos al procedimiento para la de

claración de la quiebra, mencionaremos los supuestos nece

sarios para que ésta se produzca. 

Como ya habíamos citado el articulo primero de -

la Ley de Quiebras, establece que "Podrán ser declarados -

en estado de quiebra el comerciante que cesa en el pago de 

sus obligaciones", y hemos afirmado que la quiebra es un -

estado jurídico que necesita de la previa declaración jud! 

cial. 

Asi el sujeto jurídico, deberá ser un comercian

te, y el concepto de comerciante lo encontramos en el Códi 

go de Comercio, en su articulo 3o. 

En el articulo Jo. de la Ley de Quiebras, se es

tablece que podrá ser declarado en estado de quiebra den-

tro de los dos años siguientes a su muerte o retlro, un e.e_ 

merciante cuando se pruebe que había cesado en el pago de-
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sus obligaciones con fecha anterior a su muerte o retiro,

en el año siguiente a los mismos. 

El sujeto de la quiebra como señalamos con ante

rioridad, deberá ser un comerciante, ya sea individuo! o -

social. 

El comerciante individual o persona flsica, de -

acuerdo con el articulo 3o. del Código de Comercio en vi-

gor, es aquel que tiene capacidad legal para ejercer el e~ 

mercio; dicha capacidad está determinada por el Código Ci

vil para el Distrito y Territorios Federales, al referirse 

a la Ley común el articulo So. del Código de Comercio, a 

la letra dice: "Toda persona según las leyes comunes es -

hábil para contratar y obl.igarse, y a quién las leyes no -

prohiben expresamente la profesión del comercio, tienen c~ 

pacidad para ejercerlo". El Código Civil referido la atr! 

buye a la capacidad de ejercicio, haciendo la excepción a 

los incapaces que el derecho les atribuye calidad de comeE 

ciantes, por ejemplo cuando actúan por medio de represen-

tantes. 

El mismo articulo 3o. en su última parte nos se

nala que se le atribuye la calidad de comerciante, al ind! 

viduo que "hace del comercio su ocupación ordinaria". Al 

respecto Rodríguez y Rodríguez, estima que "realizar actos 

de comercio de un modo habitual, reiterado, repetido, con

virtiendo la actividad mcrcüntil en una actividad profesi~ 
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nal" y ello significa "que hayan de obtenerse de este ejef_ 

cicio los recursos necesarios para la subsistencia del que 

lo efectua; basta con que se trate de una actuación profe-

sional, con independencia del resultado económico, favora-

ble o, desfavorable o adverso" ( 8 ) • 

Mantilla Malina considera que, para que exista -

el requisito de la ocupación ordinaria, no es necesario 

que ella absorva por completo la actividad del sujeto, o -

que le consagre todo su patrimonio, ni siquiera se exige -

para adquirir la calidad de comerciante que la ocupación -

en el comercio sea la principal. "Basta ocuparse en él de 

manera accesoria, con tal que sea ordinaria, basta dedicar 

a especular mercantilmente una porte, cualquiera que sea,-

del patrimonio para que se cumpla el requisito de la ocup~ 

ción ordinaria en el comercio~ es suficiente, en una pala-

bra la reiteración de actos mercantiles aptos para confe--

rir la calidad de comerciantes". ( 9 ) • 

Con respecto al comerciante social (sociedades -

mercantiles), Mantilla Malina ( 10 ) afirma que "son las 

personas morales organizadas conforme a alguno de los ti -

pos de sociedades mercantiles, cualquiera que sea la acti-

vidüd a que se dedique, con independencia de la nacionali-

{ 8 ) Rodriguez y Rodriguez. Op. cit. T. I. p. 36. 
( 9 ) Mantilla Malina, Roberto. "Derecho mercantil". 
lOa. ed. México. Porrua, 1968. p. 90. 
( 10 ) Ibidem. p. 92. 
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dad que las propias sociedades atribuya". 

En la quiebra de las sociedades, la declaración

de este estado, alcanza a los socios ilimitadamente respo~ 

sables, pero la quiebra de uno o més socios no produce por 

si sola la de la sociedad. "La quiebra de la sociedad 

irregular provocará la de los socios ilimitadamente respo~ 

sables y la de aquellos contra los que se pruebe sin fund~ 

mento objetivo se tenian por limitadamente responsables. -

Salvo las excepciones expresamente indicadas en esta ley,

son aplicables a las sociedades irregulares todos los pre

ceptos concernientes a la quiebra de sociedades". Articulo 

4o. de la Ley de Quiebras. 

Brunetti ( 11 ) nos aclara que las sociedades 

que no tienen propósito de lucro o teniéndolos destinan 

las gariancias a fines de utilidad pública o de beneficen-

cia, no podrán ser declarados en quiebra. 

Los socios de una sociedad mercantil, no son co

merciantes por este hecho y se explica que cuando son ili

mitadamente responsables llegue a producirse su quiebra si 

se dá la de la sociedad, como una consecuencia de su res-

ponsabilidad ilimitada. 

El segundo supuesto de la declaración de quiebra 

es el de la cesación de pagos que descansa en la insolven

cia. 

( 11 ) BrunetU. Op. cit. p. 25. 
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La insolvencia es a la quiebra como el incumpli-

miento es a la ejecución forzosa. Siendo también la quie-

bra una ejecución, ella debe presuponer necesariamente la-

lesión del derecho del acreedor, que se verifica con el i~ 

cumplimiento; si desde un punto de vista meramente formal, 

éste puede no haberse producido en el acto de la declara--

ción (y es una hipótesis más teórica que práctica), es cieE 

to que se produciría sin esa declaración, si inmediatamen-

te no coincide con ella''. ( 12 ). 

Satta afirma que la diferencia entre ejecución y 

quiebra, no reside en la naturaleza del presupuesto, sino-

en lo que él llama intensidad, y no basta la lesión de un-

acreedor, sino la lesión a todos los acreedores, y basta -

que uno de ellos quede insatisfecho, para que todos sean -

lesionados y la pérdida debe repartirse entre todos por el 

principio de la par condicio. ( 13 ). 

"Esta diferencia de intensidad, por la que el i!!_ 

cumplimiento debe ser referido a todos los acreedore~ •. co~ 

siste en la exigencia de una estimación, desconocidd por -

la ejecución singular, a ésta le bastará un titulo cjecut! 

vo constatación de la deuda insatisfecha; a la quiebra le-

es necesario un sintoma revelador del incumplimiento gene-

( 12 ) Satta, Salvatore. "Instituciones del derecho de 
quiebra''. Tr. Rodolfo O. Fontanarrosa. Buenos Aires. Ejea, 
1951. p. 58. 
( 13 ) Ibidem. 
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ral, o sea de la actual insolvencia". ( 14 ) . 

Brunetti ( 15 ), dice que para que al comercian-

te se le declare en estado de quiebra, precisa que él se -

encuentre en un estado de cesación de pagos definitivo e -

irremediable, no de suspensión que podria ser temporal y -

superable. Cuando existe cesación en este sentido se dé -

el fenómeno de la insolvencia o decocción que es aquel es-

tado, caracteristico, del deudor al que le es absolutamente 

imposible atender al pago de sus obligaciones, a su vencí-

miento. 

Provinciali ( 16 ), define la insolvencia, como 

la condición negativa del patrimonio que deriva de la impo-

sibilidad objetiva del empresario de satisface~ sus obliga-

cienes regularmente. 

"La insolvencia juridicamente apreci?da es la 

cesación de pagos. Los comerciantes que se hallan en ce--

sación de pagos deben ser declarados en estado de quiebra" 

( 17 ) • 

La insolvenc:i.a como situación económica 1 extern!:! 

mente no es apreciada, nos dice Rodriguez y Rodriguez, ya-

que nadie puede saber si un comerciante es solvente o in--

solvente, sino hasta después de un minucioso examen de sus 

libros, el ordenamiento juridico tiene que establecer. una-

( 14 ) Satta. Op. cit. p. 59. 
( 15 ) Brunetti. Op. cit. p. 25. 
( 16 ) Provinciali, Re11zo. "Tratado de derecho de quic- -
bras" 2a. ed. Barcelona. A.H.n., 1959. p. 269. 
( 17 ) Hodriguez y Rodrigue;~. Op. cit. p. 303. 
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serie de casos (hechos de quiebra), cuya existencia perm! 

te presumir la insolvencia. "Probado el hecho se permite 

la declaración de la cesación de pagos y por ello la qui~ 

bra". ( 18 ) • 

El articulo 2o. de nuestra Ley de Quiebra.s, en!!_ 

mera los casos en que se presume (salvo prueba en contra

rio) que el comerciante cesó en sus pagos: I.- El incum

plimiento general en el pago de sus obligaciones. II.- -

Inexistencia o insuficiencia de bienes en que trabar eje

cución o al practicarse un embargo por incumplimiento de

una obligación o al ejecutarse una sentencia pasada en ª.!!. 

toridad de cosa juzgada. III.- Ocultación o ausencia del 

comerciante sin dejar al frente de su empresa alguien que 

legalmente pueda cumplir con sus obligaciones. IV.- En -

iguales circunstancias que el caso anterior, el cierre de 

los locales de su empresa. v.- La cesión de sus bienes en 

favor de sus acreedores. VI.- Acudir a expedientes ruino 

sos, fraudulentos o ficticios, pura atender o dejar de. 

cumplir sus obligaciones. VII.- Pedir su declaración en

quiebra. VIII.- Solicitar la suspensión de pagos y no pr2 

ceder ésta, o si concedida no se concluyó un convenio con 

los acreedores. IX.- Incumplimiento de las obligaciones

contraidas en convenio hecho en la suspensión de pagos. 

La presunción, dice el articulo, se invalidará-

( 18 ) Ibidem. p. 304. 
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con la prueba de que el comerciante puede hacer frente a -

sus obligaciones liquidas y vencidas. 

Insistimos que todos los casos que se se~alan en 

que se presupone la cesación de pagos, producen una presu~ 

ción juris tantum, por lo que en contra de ellos puede re~ 

dirse prueba en contrario, y aún cuando haya existido el -

estado de insolvencia, puede rendirse prueba de que ya no

existe. 

8.- DECLARACION DE LA QUIEBRA: 

En la quiebra, el deudor no puga porque no puede 

o porque no deba o no quiera pagar; su insolvencia es im-

potencia patrimonial que coincide con el estado de cesa- -

ción de pagos. 

"Por consiguiente, esta insolvencia, ante todo -

debe ser determinada por el Juez, porque la qu¡ebra es un

estado de hecho, que sólo comprobado llega a ser de dore-

cho. Para ello, es necesario un procedimiento judicial, -

mediante el cual, pueda obtenerse aquello. Este procedi-

miento es una función perfecta de conocimiento, mientras -

que en el titulo ejecutivo, el conocimiento esté ya reali

zado, siendo comprobado por el titulo que lo supone". - -

( 19 ) • 

Asi, en nuestro sistema juridico, el procedimie~ 

to de apertura, es el que iniciil las disposiciones que in

tegran la quiebra 

( 19 l Brunetti. Op. cit. p. 205. 
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Generalmente se inicia con la solicitud de quie-

bra, con la excepción de cuando el juez la declare de ofi-

cio. 

La quiebra de oficio procede cuando en la tramit~ 

ción de un juicio, el juez advierte una situación de cesa

ción de pagos, y en tal caso hará la declaración de quiebra, 

si tuviera competencia para ello o lo comunicará al que !a

tenga. Al respecto el articulo lOo. de la Ley de Quiebras

establece: Si tuviese duda seria y fundada de tal situa-

ción, el juez debe notificar al Ministerio Público y a los

acreedores la situación de cesación de pagos, a fin de que

éstos soliciten dentro de un mes a partir de la notifica- -

ción, la declaración. Mientras tanto podrá adoptar las me

didas necesarias para la protección de los intereses de los 

acreedores, y éstas medidas serán a criterio del juez sin -

ir más allá de las medidas precautorias que autoriza la Ley 

procesal. 

Ripert. en el caso de la quiebra de oficio, ~os -

indica que en el articulo 440 del Código de Comercio fran-

cés, se confiere al tribunal de comercio el derecho de de-

clarar de oficio la quiebra de un comerciante. "Este dere

cho tiene un carácter excepcional. Como no hay ministerio

fiscal ante la jurisdicción comercial, la ley ha querido s~ 

plir la negligencia o la debilidad de los acreedores, entr~ 

gando la sanción a la autoridad judicial. Es, a la vez, el 

medio más seguro de amparar los derechos de los acreedores-
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ausentes o impedidos". ( 20 ) 

Nuestra Ley de Quiebras, obliga al comerciante -

insolvente que manifieste ante el juez su estado insol-

vencia, dentro de los tres dias en que tal estado se pro--

duz ca ( art. 94. fracción II), de no hacerlo as.t se incurr_! 

ria en el delito de quiebra culpable nos apunta Brunetti -

( 21 ). Cree que es conveniente hablar de la declaración-

del deudor, en lugar de declaración del quebrado, ya que -

en el momento de la demanda, se trata de un quebrado de h~ 

cho y no de derecho. En nuestra Ley no creemos se presen-

te este problema, porque la Ley es clara al hablar del ca-

merciante insolvente. 

Con la demanda presentada ante el Ju~z competente 

se acompañarán (art. 60), los libros de contabilidad, la-

presentación del balance, relación de todos los acreedores 

y deudores, y el monto de sus deudas y obligaciones pen- -

dientes, estado de pérdidas y ganancias de su giro durante 

los últimos cinco años, una descripción valorada de todos-

sus bienes inmuebles y muebles, titulas-valor, asi como una 

valoración conjunta y razonada de su empresa. 

"El mismo derecho que tiene de quebrar el deudor 

{pero no el deber) corresponde a sus herederos, cuando el-

deudor (difunto) falleció en estado de cesación: este der~ 

20 Ripert. Op. cit. p. 251. 
21 Brunetti. Op. cit. p. 210. 
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cho puede ejercerse durante el plazo de un año contado de~ 

de el dia en que la cesación se hubiese manifestado. {22). 

"Un comerciante fallido puede ser declarado en -

quiebra ••• La sucesión de un comerciante podrá ser decl~ 

rada en quieb1:a, cuando continúe en marcha la empresa de -

la que el causante era titular ( art. 3 L. de Q.)". ( 23 ) . 

El articulo So. de la Ley de Quiebras, agrega 

que la declaración de quiebra, la podr~ hacer uno o varios 

acreedores, o el Ministerio Público, además de la declara-

ción de oficio y de la que hace el mismo comerciante inso~ 

vente. 

La quiebra puede ser pedida por lo tanto por uno 

o varios acreedores. Rodríguez y Rodríguez nos dice que -

la pluralidad de acreedores es condición para la continua-

ción del procedimiento pero no para su apertura y que bas-

ta un acreedor para pedir la declaración de quiebra( 24 )~ 

Satta ( 25 ) afirma que el acreedor que pide la-

quiebra ejercita indiscutiblemente una acción ejecutiva 

porque el estado de insolvencia le dá la facultad de soli-

citar la forma necesaria para la ejecución colectiva, pero 

que no hay entre esa acción y la sentencia declarativa la-

misma relación que existe entre la acción ejecutiva indivi 

dual y la expropiación singular, que el Tribunal debe esti 

22 Ibidem. 
23 Rodríguez y Rodriguez. Op. cit. p. 301. 
24 Ibídem. 
25 satta. op. cit. p. 63. 
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mar el estado de insolvencia y no solo la existencia del -

crédito, porque esta medida excede de la simple protección 

del interés del deudor. "Pero si el acreedor no demuestra 

su crédito, la quiebra no debe ser declarada, a menos que-

se reúnan los extremos para una declaración ex officio; en 

cambio si demuestra su crédito, la quiebra puede no ser de 

clarada, sino resulta el estado de insolvencia". ( 26 ). 

El acreedor o los acreedores que demanden la de

claración de quiebra ejerciendo la acción correspondiente

deben probar que el deudor es comerciante y que se encuen

tra en alguno de los casos que senala la Ley para presumir 

la insolvencia y poder declarar la cesación de pagos. 

Cuando la demanda la presenta el Min~sterio Pú-

blico, éste también tendrá que probar el carácter de comeE 

ciante del deudor y el hecho de la quiebra en que se funde 

la petición. Asi lo establece el articulo 9o. de la Ley -

de Quiebras. 

SENTENCIA DE LA QUIEBRA. 

La Ley de Quiebras, establece de un modo termi-

nante que la resolución judicial que declara la quiebra es 

una sentencia. 

Se ha discutido mucho que a esa decisión judicial 

se le llame sentencia, sin embargo vemos que en la doctrina 

( 26 ) Ibidem. p. 64. 
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la mayor parte de las legislaciones extranjeras se le ha -

considerado como sentencia. 

En nuestro medio se le llama sentencia aparte de 

que la Ley asi lo nombra porque además pone fin al incide!!_ 

te de declaración de quiebra, y admite prueba. 

"La sentencia de declaración de quiebra es la r~ 

solución judicial en virtud de la cual el deudor queda su-

jeto a los efectos del proceso de liquidación general de -

patrimonio. Es considerada, por algunos autores, como el-

titulo ejecutivo base del juicio de quiebra" ( 27 ). 

"Dado que la ejecución ca.lectiva presupone la i,!!! 

potencia del deudor para cumplir regularmente todas sus 

obligaciones, es decir, su estado de insolvencia, ella no-

puede iniciarse sino en cuanto exista una providencia del 

juez que determine la insolvencia y declare abierta la cj~ 

cución, vale decir la quiebra. Esta providencia es dada -

en nuestro ordenamiento jurídico mediante una sentencia --

pronunciada en ctlmara de consejo¡ y puesto que a la ape·rt!:!_ 

ra la ejecución colectiva se coligan para el deudor efec--

tos personales y patrimoniales que soportan un nuevo esta-

do jurídico de éste; la sentencia declarativa de quiebra -

es a la vez constitutiva de este estado" ( 28 }. 

La sentencia de conformidad con el articulo 150. 

de la Ley de Quiebras, se ocupa dentro de sus diversas fra~ 

( 27 ) De Pina vara. Op. cit. p. 455 
( 26 ) Satta. Op. cit. p. 74. 
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cienes, del nombramiento de los órganos de la quiebra, co--

mo son el sindico y la intervención asi como la organiza- -

ción de la junta de acreedores. La publicación de la sen--

tencia ordenando su inscripción en los registros públicos;-

la citación de los acreedores para la presentación de sus -

créditos para su examen. El aseguramiento de los bienes --

asi como la órden de presentar los libros si no se hubieran 

acompaílado; el mandamiento de asegurar y dar posesión al 

sindico de todos los bienes y derechos de cuya administra--

ción y disposición se priva al deudor en virtud de la sen--

tencia; se dicta también la órden al correo y al telégrafo-

para que entregue al sindico toda la correspondencia del --

quebrado. La prohibición de hacer pagos o ent~egar efectos 

o bien de cualquier caso al. deudor común, bajo apercibimie!l_ 

to de segundo pago en su caso, como también la fecha de re-

troacción de la quiebra, fecha y hora de la sentencia. 

Brunetti { 29 }, divide a la sentencia en.cuanto-

a su contenido en dos partes: a).- Determinación de los 

elementos, o sea los presupuestos de derecho# asi como otro 

elemento que él considera bastante importante; la fecha ini 

cial del estado de cesación# que aún cuando puede ser provi 

sional (porque puede modificarse por otras resoluciones po~ 

teriores}, no deja por eso de ser tal. incluso, nos dice, -

en el caso de silencio. ''La ley presupone que la fecha de-

cesación coincide con la de sentencia de apertura'' ( 30 );-

29 Brunetti. Op. cit. p. 218. 
30 Ibidem. 
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y b).- De constitución, en cuanto la sentencia transforma -

el estado de hecho anterior en estado legal de quiebra. 

La Ley de Quiebras, ordena que en un plazo de 

quince dias a partir de la fecha de la sentencia, se notif! 

que ésta personalmente o por medio de carta certificada, al 

deudor común, al Ministerio Público, a la intervención, a -

los acreedores con privilegio y a los demés acreedores cuyo 

domicilio se conozca. La sentencia debe llenar el requisi-

to de la publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

La sentencia de declaración de quiebra nos dice -

Rodriguez y Rodríguez, ( 31 ) reune las siguientes caracte-

risticas: 1.- Es una sentencia dictada por un juez de pri-

mera instancia o de distrito: 2.- Se pronuncia siempre des-

pués de una controversia elemental, y 3.- Es provisionalme~ 

te ejecutiva. "La ejecutividad provisional se advierte, e~ 

tre otros muchos preceptos que pudieron citarse, en el ar--

ticulo 19, que admite la apelación contra la sentencia que-

declara la quiebra sólo en.el efecto devolutivo" ( 32 ). 

La ley establece que el quebrado o cualquier otro 

que pidió la declaración de quiebra podrá oponerse a la se~ 

tencia declarativa de quiebra. 

Sin embargo, Satta 33 ) dice que la quiebra no-

es susceptible de apelación, sino que el recurso apropiado-

31 Rodriguez y Rodríguez. Op. cit. p. 309. 
32 Ibidem. 
33 Satta. Op. cit. p. 77. 
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es la oposición, ya que ésta es una verdadera y propia im--

pugnación, concedida a determinados sujetos, legitimados en 

relación a un interés personal a ellos. La oposición se r~ 

suelve en una demanda de revocación de la sentencia declara 

tiva y puede ser fundada solamente en la inexistencia de --

los presupuestos esenciales de la quiebra; el carácter co--

mercial de la empresa y sujetabilidad a la quiebra; y el --

estado de insolvencia. 

Brunetti ( 34 ), senala tres casos en los cuales-

se puede dar la oposición a la resolución dictada por el --

tribunal: a).- oposición del quebrado; b).- oposición de-

un tercero interesado. 

a).- Oposición del quebrado: Este se opone a la-

sentencia declarativa provocando un examen de la declara- -

ción hecho sin su objeción, lo que d~ lugar a un procedi- -

miento de conocimiento, ante el mismo juez. ''Este recurso-

no corresponde al· quebrado cuando éste hubierñ solic.i tado -

la declaración de quiebra". ( 35 } • 

b).- Oposición del tercero interesado: aqui pue-

de obtener la revocación de la sentencia, el acreedor, so--

cio comanditario, accionista, deudor del quebrado, pariente 

inmediato o su heredero legitimo, siempre que puedan alegar 

algün interés patrimonial. 

"La ünica excepción que puede pensarse atane al -

34 Brunetti. Op. cit. p. 223. 
35 Ibidem. 
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acreedor, o a los acreedores que hubiesen solicitado la de

claración de quiebra. Estos no podrían ir contra el hecho

propio, pidiendo la revocación de la sentencia, porque el -

haberla demandado, excluye el interés de hacerla revocar".

( 36 ) • 

Revocada la sentencia de quiebra se inscribirá en 

los Registros Públicos en los que aparezca inscrita la de-

claración y se comunicará para su cancelación a los regis-

tros mercantiles, se notificará y publicará como la dcclarf! 

ci6n de quiebra. 

Después de que se tiene por firme la sentencia 

revocada, volverán las cosas al estado que tenian con ante

rioridad dice el articulo 24 de la Ley de Quiebras, pero el 

mismo articulo preve que se respeten sin embargo los actos

de administración legalmente realizados por los órganos de

la quiebra y los derechos adquiridos durante la misma por -

terceros de buena fé. 

El Articulo 25 de la misma Ley, previene la a.e- -

ción de daños y perjuicios contra quienes procedieron con -

malicia, injusticia notoria o negligencia grave y con ello

hicieron posible la declaración de quiebra. 

( 36 ) Ibidem. p. 226. 
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VIII.- GENERALIDADES SOBRE EL CONFLICTO DE LEYES 

La escuela francesa ha dividido el contenido del 

Derecho Internacional Privado en tres partes: 

I. Nacionalidad. 

II.- Extranjeria. 

III.- conflicto de Leyes. 

En el presente estudio, solo trataremos la terc~ 

ra parte o sea el conflicto de leyes, porque creemos que -

los problemas originados por éste, son los más dificiles -

de resolver dentro del Derecho Internacional Piivado. 

El problema se presenta, cuando hay que determi

nar la l.ey aplicable en una misma situación juridica, en -

la cual se presentan derechos de diferentes Estados; y una 

vez creados, el medio de hacerlos respetar. 

Si solo se aplicara la ley de un pais significa

rla la sujeción a ese y no se disfrutarla del minimo de 

derechos concedidos y reconocidos internacionalmente. 
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''El objeto del conflicto de leyes, es el de fijar 

los limites de aplicación de la leyes" ( l ) • 

Es evidente que cada pais posee su propio siste--

ma para solucionar el conflicto de leyes y que no existe un 

conjunto de reglas cuya observancia es obligatoria para to-

dos los Estados. Esta es la causa, de que en un pais, la -

capacidad de los individuos esté sometida a la ley de su d~ 

micilio, en otro a la de su nacionalidad y que a las suce--

sienes se aplique ya la ley de la situación de los bienes,-

ya la del pais de origen del causante. 

No existe ningún principio que obligue a un Esta-

do adoptar una solución con preferencia a otra; él es el-

único juez de sus intereses; y al proceder as! no infringe-

ninguna obligación internacional ( 2 ). 

Para Romero del Prado, cuando concurren simultá--

neamente dos o más paises diferentes para regir una misma -

relación jurídica, nace el problema de la determina9i6n de-

saber cual es la competente a tal efecto, lo que implica 

aceptar que puede ser una distinta de la del pa!s en que 

se juzga, el caso de la lex fori o en otros términos de la-

extraterritorialidad de la ley, y luego el del criterio a -

que se hace esa elección ( 3 ). 

( 1 ) J.P. Niboyet. "Principios de derecho internacional 
privado". Traducida y adicionada con legislación española
de Andres Rodríguez Ramon. México. Edinal. 1965. p. 6. 
( 2 ) Ibidem. p. 38. 
( 3 } Romero del Prado, Victor. "Derecho internacional pri
vado''. Cardaba. Assandri, 1961. T.I. p. 305. 
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Es necesario desde éste momento hacer notar que -

el conflicto de leyes puede ser positivo o negativo. El 

primero cuando dos o más normas jurídicas de diferentes Es-

tados quieren regular una misma situación juridica, y el s~ 

gundo o sea el negativo, cuando ninguno de los dos conoce,-

del problema a dirimir: este es el clásico caso del reenvío. 

A.- DERECHO ROMANO. 

"La doctrina cientifica acerca del conflicto de -

leyes, nace en el siglo XIII en las Universidades del norte 

de Italia" { 4 ). 

Esta doctrina, surge como consecuencia de un con-

junto de circunstancias que obliga a un grupo de juristas -

a reaccionar en contra del estado de hecho predominante en-

su época, la territorialidad de las reglas de derecho. En-

los primeros siglos de la Edad Media, el derecho era de 

aplicación personal, no territorial, estas situaciones son-

los antecedentes para poder llegar a la plena comprensión -

tanto del origen de las doctrinas de los estatutos, como 

del carácter que tomen según el ambiente más o menos terri-

torial.ista en que viven sus autores. 

"El Derecho Romano en su época clásica, no nece -

sitó un sistema de normas de conflicto" ( 5 }. Cuando no -

se podia aplicar el ius civil.e, por la aversión de los ro -

( 4 ) Miaja de la Muela, Adolfo. "Derecho internacional 
privado". 4a. ed. Madrid. Atlas, 1966. 'l'. I. p. 75. 
( 5 ) Ibidem. 
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manos de aplicar la ley extranjera, atendian a un ordena-

miento especial del ius gentium sin necesitar formular un

tipo de norma indirecta que se limitase a señalar cual era 

el derecho aplicable en un supuesto casoe 

Al desaparecer el ius gentium por una Constitu -

ción del emperador Antonino Caracalla que declaraba ciuda

danos romanos a todos los habitantes del imperio, la ley -

que regirla a todos seria el ius civile, y a partir del s! 

glo III de nuestra era, el derecho es territorial desapar~ 

ciendo el concepto de cives y peregrinus, al adquirir és -

tos últimos la condición de nacionales; fuera de la ciuda

dania romana, solo estaban los barbari, casi totalmente i~ 

com~nicados con la vida jurídica de Roma, cuya.organiza- -

ción judicial en especial de la raza germana rehusaban a -

cudir. 

Desde este momento vemos el problema de la terri 

torialidad y de la extraterritorialidad de la ley. 

Por territorialidad de la ley entendemos que el

juez aplica la ley a aquellos actos y objetos realizados o 

que se encuentran por realizar, dentro del territorio para 

la que fué creada, es decir, que se aplicar~ única y excl~ 

sivamente dentro de su territorio. 

La caracteristica de la extraterritorialidad de

la ley, la encontramos cuando el juez puede aplicar la ley 

que no es la suya a un octo realizado dentro del Estado 

donde tiene su jurisdicción. 
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B.- BARTOLO. 

De aqui, haremos un breve análisis de algunas -

doctrinas de destacados maestros que han tratado de solu-

cionar el conflicto de leyes, aportando diversos princi- -

píos y soluciones, que han servido de guia para resolver -

los conflictos de leyes que hoy en dia se presentan. Mu- -

chas de las soluciones que se dieron, no solo tuvieron va

lidez en su pais de origen, sino que traspasaban sus fron

teras para convertirse en ley en otros Estados, como el e~ 

so del postglosador Ubaldis Bártolo de sassoferrato, cuyos 

principios eran ley en Castilla y en Fr~ncia. 

Bártolo no fué el primero que se ocupó de resol

ver el conflicto de leyes, pues entre sus notables predec~ 

sores se encuentran: Jacques de Revigny, Pedro de BellepeE 

che, Cino de Pistaya, pero Bártolo fija su atención en la

naturaleza de la relación normada por el estatuto cuyo ca

rácter trataba de determinar, y solo cuando esta determin~ 

ción era imposible, recurría al análisis gramatical de. la 

norma, según este sistema si la ley principia refiriéndose 

a la persona, se tratará de un estatuto personal, y si por 

el contrario principia aludiendo a las cosas, dicho estat~ 

to será considerado como real. Este sistema gramatical ha 

sido duramente criticado, ya que el legislador interpreta

ba la norma sin ninguna regla firme y solo a su convenien

cia. 

C.- BERTRAND D' ARGANTRE. 

En Francia encontramos a Bertrand D1 Argantré, --



- 41 -

al tratar el problema de la territorialidad y extraterrito-

rialidad de la ley afirma que "cuando se trata de las cosas 

ligadas con el suelo, es decir inmuebles o herencias, cuan-

do se trata de enajenación o adquisición de esas cosas si--

tuadas en diversos lugares, para saber qué ley debe apli--

carse hay que resolver por la costumbre de la manera mós 

cierta, la ley que hay que seguir en cada lugar, es la ley-

local. Cada lugar tiene sus leyes, sus estatutos, sus ces-

tumbres deben observarse solamente en la extensión del te--

rritorio" ( 6 ) y luego establece en cuanto al derecho de -

las personas, que debe añadirse el de los muebles pues nos-

afirma es idéntico;. las personas y con ellas los muebles, -

se rigen por la ley del domicilio ( 7 ). 

De esta clasificación se deriva la clasificación-

bipartita de los estatutos reales que tiene po~ objeto a 

las cosas y los estatutos personales que tienen por f inall-

dad a la persona. Pero muchas leyes se refieren a la vez -

a las personas y a las cosas, por lo que D'Argantré admite-

un tercer estatuto, que llama estatuto mixto, pero no admi-

te que éste sea preponderante a la persona. Establece que-

"en principio los estatutos son territoriales y excepciona! 

mente extraterritoriales" ( B ). 

( 6 ) Arce G, Alberto. "Derecho internacional privado". 
Sa. ed. México, Departamento editorial de la universidad de 
Guanajuato, 1965. p. 83. 
( 7 ) Ibidem. p. 84 
( 8 ) Ibidem. p. 85. 
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Lo critica Arce, ya que se~ala que parte de un 

principio arbitrario de que todo se reduce a dos categorías 

preestablecidas cosas y personas, cuando hay muchas que qu~ 

dan fuera de esta clasificación "como la forma extrínseca -

de los actos, las obligaciones, las sucesiones, competencia 

judicial y los efectos de sentencias extranjeras" ( 9 ) y -

agregamos que para nosotros no hay estatutos hechos para 

las cosas, porque las normas rigen conductas, no cosas. 

D.- JUAN Y PABLO VOET Y U. HUBER. 

De la escuela holandesa encontramos a Juan y Pa-

blo Voet y Ulrig Huber: ellos admiten la extraterritoriali

dad de las costumbre.s, lo que equivale a aceptar al derecho 

extranjero. 

Formulan tres principios que son la base y esen-

cia de la doctrina holandesa: 

I.- Las leyes de cada Estado rigen en los limites 

de su territorio y rigen a todos sus súbditos, pero más - -

allá de sus fronteras no tienen validez. 

II.- Deben considerarse como súbditos de un Esta

do, a todos los que estén dentro de los limites de su terr! 

torio ya sea definitivamente o temporalmente. 

III.- Los jefes de cada Estado por cortesía deben 

hacer de tal forma que las leyes de su territorio, conser-

ven sus efectos en todos los lugares con tal que ni los de

más Estados ni sus súbditos sean atacados ni en su poder, -

( 9 Arce . Op. c i t . p • 8 5 • 
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ni en sus derechos ( 10 ). 

Desde nuestro punto de vista, la cortesía inter-

nacional, o sea la aplicación de leyes extranjeras por COE 

tesia no puede servir de base jurídica al Dere~hc Interna-

cional Privado. Se deja una vAlvula para que salga y en -

tre la aplicación de la norma extrana. 

E.- FEDERICO CARLOS DE SAVIGNY. 

Federico Carlos de Savigny, "combatió y destruyó 

el dogma de los estatutos personales y reales" { 11 ). P~ 

ra él no es posible establecer a priori una clasificación-

de los estatutos en dos categorías para incluir a todos en 

ellos, ya que anota que los estatutos reales, tienen por -

objeto las cosas y los personales como ya hablamos apunta-

do a las personas, pero además existe la categoría de los-

estatutos restantes, cuyo objeto no son las peLsonas, ni -

las cosas. 

Propone que la ley extranjera, debe aplicarse en 

derecho por ser la única ley competente, quedando excluida 

la idea de cortesías. "El Juez no debe aplicar las leyes-

de su país más que a las personas y las cosas para las cu~ 

les han sido hechas" ( 12 ) .•• y aplicarse la ley extranj~ 

ra en virtud de una idea de derecho. 

Savigny, hace notar que existen estatutos reales 

que se refieren a las personas y estima que el estado y ca 

10 Arce. Op. cit. p. 16. 
11 Niboyet. Op. cit. p. 235. 
12 Ibidem. p. 236. 
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pacidad de las personas, deben regirse de acuerdo con la -

ley de su domicilio. 

Está en contra de la ley nacional para solucio--

nar un conflicto de leyes, porque debido al tráfico del e~ 

mercio internacional, los pueblos entran en relaciones ca-

da vez más preponderantes por lo que existe la reciproci--

dad entre los pueblos para apreciar las relaciones de der~ 

cho que se establecen entre extranjeros y nacionales. 

Considera que la ley nacional no puede ser sufi-

ciente para resolver los problemas que suscita el comercio 

internacional, aunque no deja de reconocer la existencia -

de normas de conflicto estatales y critica la postura que-

establece que el juez debe resolver todas las situaciones-

aún las no reguladas y reconoce que la solución més efecti 

va seria la celebración de tratados internacionales. ( 13 ). 

Savigny afirma la existencia de una comunidad de 

derecho que se caracteriza por su contenido y principalme~ 

te porque según seílala él mismo, le falta la base de un de 

recho positivo, el poder del Estado. ( 14 ). 

Al hablar de la relación jurídica, dice que toda 

relación tiene su sede en un determinado sistema de dere--

cho, lo que se decide por medio de un examen minucioso de-

la verdadera naturaleza de la relación o del grupo de rel~ 

( 13 ) Tamayo Oias, Enrique Alfredo. "Estudio comparativo
de las doctrinas de Eduardo Trigueros y Quintin Alfonsin -
sobre la naturaleza del derecho internacional privado". Mé 
xico, Talleres de impreso offsali-g, S.A. 1968. p. 14. -
( 14 ) Ibidem. p. 16. 
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cienes que se juzgan y para saber en qué sistema debe en -

centrarse la sede júridica de cada una de ellas y asi loe~ 

lizar la regla de derecho que en general debe aplicarse al 

caso particular. 

Para Savigny en todo tiempo procede la incorpor~ 

ción de la norma extra~a con dos excepciones: la.- Cuando 

la relación esté dominada en el pais del juez, por una ººE 

ma obligatoria; 2a.- Cuando la norma sea desconocida o es

té prohibida por la ley del juez. 

se le ha criticado el que se funde en una con- -

ciencia jurídica que no existe y respecto a la sede jurid! 

ca, basta que existan dos discrepancias acerca de cual se

ria el centro de la relación jurídica para que ~e formule

un nuevo conflicto de leyes, sin antes haber resuelto el -

primero. 

E.- ANTOINE PILLET. 

Antaine Pillet, formula su teoría a partir de un 

análisis de las características de la ley interna, para él 

las normas del derecho interno, tienen dos particularida-

des esenciales, la permanencia o sea que rigen los hechos

acontecidos durante su vigencia, y la generalidad, o sea -

que se establece para todas las personas, y en el Derecho

Internacional Privado; la generalid~d de las leyes corres

ponde a la territorialidad y la permunencia se identifica

con la extraterritorialidart. Además reflexiona que la - -

otra categoría de las leyes corresponde a1 interés de la 
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sociedad, de la comunidad que deben ser protegidos prepon-

derantemente, por lo tanto "Las leyes nacionales de orden-

público tiene 1·1 caracteristica de generalidad y deben ser 

aplicadas aún et~ contra de los extranjeros dentro del te--

rritorio nacional" ( 15 ) . 

Pero para no negar la comunidad de derecho sena-

la que hay que sacrificar uno de los principios anteriores 

{permanencia y generalidad), y para determinar el criterio 

conforme al cual se debe sacrificar, es necesario recurrir 

al fin social de la ley, o sea el fin que persigue la nor-

ma, asi en caso de considerar que la generalidad tiene ma-

yor importancia esta ley debe tener efectos territoriales-

y se aplicará a todos los extranjeros en el pais y a todos 

los nacionales dentro del mismo. 

cuando exista duda para determinar el fin social 

de la ley, debe investigarse a quién beneficia y si no es-

posible lograrlo por este sistema, habrá que determinar si 

perjudica el interés individual o el colectivo. 

Se ha examinado que el fin no estó perfectamente 

definido. Miaja de la Muela ( 16 } di.ce que Pillct reduce 

a las leyes en dos categorías, personales y territoria - -

les que en general coinciden con la vieja clasificación 

de los estatutos reales y personales. También lo conside-

ra como universalista, porque para él tanto el conflicto -

15 Tamayo Diaz. Op. cit. p. 23. 
16 Miaja de la Muela. Op. cit. p.p. 160-161. 
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de l.eyes como las demás cuestiones que componen el. derecho 

Internacional Privado son especialmente internacionales no 

solo por su contenido, sino por estar regulado por normas

de gentes. 

Lo mismo que savigny y Mancini, cree, que la mi

sión del jurista es ante todo, descubrir este sistema de -

normas internacionales que han de tener validez universal, 

y que solo quedará satisfecha la finalidad del Derecho In

ternacional Privado, cuando las normas internacionales 

sean adoptadas por todos los Estados y puedan asi recibir

los conflictos de leyes una solución uniforme cualquiera -

que sea la nacionalidad del tribunal ante el que se plan-

tee. 

G.- QUINTIN ALFONSIN. 

Quintin Alfonsin, este jurista parte de la afir

mación de que en el territorio de un Estado no puede estar 

vigente el derecho de otro Estado. Reconoce el derecho 

privado de cada uno de ellos, pero como éstos son varios y 

cado uno tiene su propio derecho privado, surge el proble

ma de determinar a qué Estado le tocará tener conocimiento 

de una relación juridica que tiene elementos de distintos

Estados, por lo que deduce que la norma de Derecho Intern~ 

cional Privado, tendrá por objeto decidir cual de las dos

legislaciones será la competente para regir la relación ex 

tranacion.Jl. 

Parú Quintin, ''el Del.~echo Internacional Privndo-
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tiene por objeto resolver conflictos de leyes, ésto es: 

elegir uno entre los órdenes juridicos en conflicto" { 17 ). 

Por lo tanto las normas de Derecho Internacional 

Privado asi concebido, no son materiales y solo son forma-

les. 

Oef ine a la norma formal como lo que dá validez-

y competencia a una norma material: y norma material, como 

la que presupuesta validez o competencia, rige directamen-

te a la relación jurídica. 

De acuerdo con esta concepción el Derecho Inter-

nacional Privado se limita a "resolver una cuestión previa 

de competencia, sin intervenir como derecho material en el 

destino de la relación". { 18 ) . 

"Las normas del Derecho Internacional Privado 

asi concebido, siempre señalan un orden jurídico nacional-

para que rija a la relación extranacional. Por lo tanto -

ninguna solución del conflicto de leyes puede ser perfecta: 

si la norma del Derecho Internacional Privado elige el or-

den jurídico de A, sacrifica los elementos de la relación-

que afecta a la sociedad de B; y si elige el orden juridi-

ca de B, sacrifica los elementos de la relación que afee--

tan a la sociedad de A. { 19 ) • 

( 17 ) Alfonsin, Quintín. "Dos estudios de derecho privado 
internacional". Montevideo. Biblioteca de publicaciones -
Oficiales de la facultad de derecho y ciencias sociales de 
Montevideo. 1946. p. 24. 
( 18 ) Ibidem. 
( 19 ) Ibidem. 
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Asi señala, que si una relación jurídica extran~ 

cional afecta a una sociedad A y B, pueden proponerse las-

siguientes soluciones: ( 20 ) • 

la.- La relación jurldica extranacional no se r! 

ge por orden juridico alguno. 

Lo cual no es admisible a su parecer, porque si-

no se rigiera por ningún orden juridico no seria justif ic~ 

da la relación jurídica. 

2a.- Que se rige a la vez por los órdenes de A -

y de B. 

Alfonsin tampoco admite esta solución porque se-

ñala que se producirían diversos supuestos, en primer lu--

gar si las normas de A fueran distintas a las de B, el pr~ 

blema permanecería intacto y segundo, si al contrario, las 

normas de A y B fueran iguales "se habría orillado el pro-

blema, pero no se habría resuelto tcoricamente" ( 21 ) y -

continua que cuando coinciden, la relación no puede regir-

se por dos órdenes juridicos. 

3a.- Se rija por el orden de A o por el orden de 

B. 

La considera admisible ya que le brinda a la re-

lación extranacional un orden juridico determinado por el-

cual se puede regir. 

Pero observa que esta solución ofrece muchos in-

20 Alfonsin. Op. cit. p. 16. 
21 Ibidem. p. 17. 
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convenientes y se plantea las siguientes interrogantes. 

1).- ¿Será adecuado un orden jurídico nacional-

(el de A o el de B} para regir a una relación extranacio-

nal? ( 22 ). 

Pero se contesta negativamente al decir que el-

orden jurídico de A fué creado para esa sociedad y solo -

es válida en ella, sin tener vigencia internacional, sin-

poder aplicarse a un extranacional y lo mismo afirma del-

orden jurídico de B. Además el orden juridico de A, fué-

creado para satisfacer las necesidades de su sociedad y -

al tratar de solucionar el problema extranacional, supone 

otras diversas de las necesidades exclusivamente naclona-

les. 

2). - "Suponiendo que la relación extranacional-

pudiera ser regida por un orden jurídico nacional ¿por 

cual se regirla? ¿por el de A o por el de B?. Toda rel~ 

ción seria imperfecta" ( 23 ). 

Razona que si elige el orden jurídico de A la -

relación extranacional quedaría nacionalizada a la sacie-

dad de A mediante la absorción de los elementos que afee-

tan a la sociedad de 8 y viceversa, en caso de elegir el-

orden jurídico de B, resultaría abstraído por los elemen-

tos que afecta a la sociedad A. 

4a.- El orden jurídico extranacional se rige --

22 Alfonsin. Op. cit. p. 17. 
21 Ibidem. p. 18. 
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por un orden que no es ni el de A ni el de B. 

Para Quintin, esta solución es admisible por~ 

dar a la relación extranacional un orden jurídico por el -

cual se rija, pero para evitar los efectos de la tercera -

solución propone que ese orden no sea el de A, ni el de 8, 

ni el de C, sino un orden jurídico extranacional ( 24 ). 

Asi mismo afirma que "si ningún derecho material 

es perfectamente adecuado para regir la relación extrana--

cional, el derecho material adecuado debe ser extranacio--

nal" ( 25 ). 

Sin embargo vemos que en la doctrina de Alfonsin 

no existe coercitividad de ningún elemento y que no pode--

mes asegurar una práctica posible, sin dejar da reconocer-

que su razonamientc es a nuestro parec..:er lógicamente real!_ 

zable. 

Hemos expuesto las teorías que desde nuestro pu~ 

to de vista, han dado los principios más aceptadas y disc~ 

tidos para resolver el conflicto de leyes. Pero consider~ 

mes que cuando los diversos Estudos se pongan de acuerdo -

sobre la aplicación de un mismo conjunto de normas que so-

lucionen una determinada situación jurídica, se iria deteE, 

minando poco a poco y por medios legales el conflicto de -

leyes, aún cuando nos damos cuenta, que para ello es nece-

sario establecer tratados que no i11frinjan los principios-

24 Alfonsin, Op. cit. p. 19. 
25 Ibídem. p. 25. 
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constitucionales de los Estados, y que también para lograE 

lo, los acuerdos que se tomen sean con base para obtener -

el beneficio de las colectividades. 
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IX.- Ll\ QUIEBRA EN EL DERECHO INTERNACIONAL PRIVADO 

A.- PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA. 

"Entre las dificultades tan numerosas y variadas 

cuya solución persigue el Derecho Internacional Privado, -

ningunas son més serias ni de importancia más considerable 

que las ocasionadas por la quiebra" ( 26 }. 

Noboyet nos dice que "son numerosos los proble--

mas de puro derecho civil que no se han resuelto ni aclar~ 

do definitivamente hasta después de haber pasaQo por el --

tamiz de los conflictos de leyes" y para explicar lo ante-

rior, nos dé un ejemplo referente a nuestra ma:teria; "en -

caso de quiebra es una regla de incapacidad o de indispon! 

bilidad" ( 27 J. 

Por lo que observamos que el comerciante cuya 

insolvencia se afirma, tal vez tenga varios establecimien-

tos, o sucursales más allá de la frontera de su Estado, no 

( 26 ) Weiss, Andre. "Manual de derecho internacional. pri
vado. 5a. ed. francesa. 2a. en castellano. Trad. Estanis-
lao s. Zeballos. Francia. Imprimerie contant lagurre, 1928 
T.II. p. 652. 
( 27 J Niboyet. Op. cit. p. 15. 
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siempre estarán en ese Estado sus clientes, sus deudores y 

sus acreedores, ni están en ese lugar los bienes que com-

ponen su activo, lo que nos lleva a preguntarnos ¿que aut2 

ridad correspondería en tal caso a declarar la quiebra? 

¿que código determinarla sus condiciones y sus efectos? 

¿en que territorio producirla sus consecuencias?. También 

consideramos problemático en la quiebra, la clasificación

para saber quien es comerciante, ya que al respecto es muy 

posible que dos o más paises no tengan en su legislación -

interna el concepto de comerciante, podrá haber individuos 

que son comerciantes conforme a la lex fori y no lo son de 

acuerdo con la ley extranjera y a la inversa, individuos -

que son comerciantes conforme a la ley extranjera más no -

para la lex fori, de lo que puede surgir la interrogante -

de saber lque efectos tendrá la declaración extranjera dc

quiebra en un pais en el cual no concuerde con alguno de -

sus conceptos?. Las respuestas tienen un interés indiscu

tible, no solo por la ley que las rige, sino sobre todo 

por los obstáculos que encuentran lejos de su país, y por

que sin duda en muchas ocasiones perjudica, sobre todo en

la última pregunta, el interés de los particulares. Por -

ello los tratadistas y las legislaciones han buscado una -

solución a estos obstáculos. 

B.- SISTEMAS DE LA UNIDAD Y DE LA PLURALIDAD. 

"La discrepancia legislativa versa sobre lü uni-
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dad o pluralidad de procedimientos concursales, y acerca -

de los supuestos de la declaración de quiebra. En el pri

mer aspecto mientras en Alemania, Inglaterra, Estados Uni

dos y paises escandinavos, sólo existe un procedimiento de 

quiebra, aplicable a comerciantes o no comerciantes, en 

Francia, Italia y España se reserva la quiebra para los e~ 

merciantes, aplicando a los que no lo son el concurso de -

acreedores o dejando actuar separadamente las relaciones -

individuales. Por otra parte, mientras en unas legislaci2 

nes basta con la cesación de pagos como supuesto económico 

de la quiebra, otras exigen, además que esta cesación sea

debida a la insolvencia, estableciendo un procedimiento e~ 

pecial de suspensión de pagos para los supuestqs de cesa-

ción por iliquidez del patrimonio de persona solvente"(28). 

Tanto la doctrina como la legislaciór y la juri~ 

prudencia, en los diversos paises, distinguen d:::s sistemas: 

I.- El de la unidad y universalidad de la quie

bra. 

II.- El de la pluralidad. 

En el de la unidad y universaliddd, se pretende

un juicio de quiebra y una sola liquidación de los bienes

del fallido. Aún cuando se encuentren diseminados en di-

versos paises. 

( 28 ) Miaja de la MUGla. Op. cit. T. III. 
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con respecto a las razones dadas en favor de la

primera o sea la teoría de la unidad, comenzaremos por me~ 

cionar la opinión de Savigny, que nos dice que la quiebra

no es sino la regulación de los derechos de los acreedo- -

res lo cual solo puede hacerse en el domicilio del obliga

do y esto obedece a que tal regulación es solo cuestión de 

procedimiento que debe competer al tribunal del domicilio

del deudor, y para aplicar su teoría sigue el siguiente -

razonamiento. 

"La quiebra supone un deudor insolvente en pre-

sencia de varios acreedores, es decir, en caso en que sierr 

do imposible la ejecución completa de las condenas pronun

ciadas o por pronunciar, hay que contentarse con la ejecu

ción parcial que permitan las circunstancias. Para conse

guirlo, se forma una masa de los bienes del deudor y se le 

convierte en dinero en efectivo que se divide entre los 

acreedores, según ciertas reglas. No vemos, pues, aqui, -

mAs que un simple medio de ejecución sobre una masa de~er

minada de bienes y el oficio del juez, consiste en apre- -

ciar los derechos de cada uno de los acreedores a esta ma

sa. La quiebra no tiene ninguna influencia sobre la defi

nitiva sentencia de los acreedores~ así todo acreedor que

na haya sido pagado en su totalidad o en parte, puede siem 

pre hacer valer sus derechos contra el deudor si m~s tarde 

adquiere nuevos bienes~ como se trata en la quiebra de re-
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gular los derechos de varios acreedores, ésto no puede ha

cerse sino en un solo lugar, o sea en el domicilio del de~ 

dor, de manera que la jurisdicción personal general se so

brepone. • . El tribunal tiene la obligación de regular -

los derechos de cada uno de los acreedores a la masa acti

va y como esta regulación entra ya en la ejecución perten~ 

ce exclusivamente al procedimiento, el único derecho apli

cable es el del lugar en donde el tribunal reside, que es

también el derecho local del domicilio del deudor. 

Asi también Savigny cree que no es posible la a

pertura de varias quiebras en distintos paises, pues cons! 

dera inadmisible la existencia de "forum reí sitae" gene-

ral para todas las acciones personales, por lo.que al res

pecto dice: La formación de la masa de la quiebra por la -

reunión y enajenación de los bienes no presenta dificultad 

alguna cuando todos los bienes se encuentran en el territ2 

ri.o de la quiebra. La cuestión resulta contruverticla res-

pecto a los bienes situados en el territorio de otro trib~ 

nal o en el pals extranjero. Es este último caso según v~ 

rios autores, el soberano extranjero, y sus tribunales no

est~n obligados a tomar en consideración los requerimien-

tos del tribunal de la quiebra y en realidad no se confor

man con el ordinariamente. El tribunal de la quiebra debe 

entonces abstenerse a decidir respecto a estos bienes; pe

ro los acreedores pueden perseguir al deudor en el pais e~ 
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tranjero y hacer pronunciar una segunda, una tercera y aún 

una cuarta quiebra según lo exija la situación de los bie

nes. No puede admitir este recurso agrega, ni tampoco la

dificultad tal como se le presente. En cuanto a lo prime

ro supone que todo crédito dá derecho a perseguir al deu-

dor en partes donde posea bienes; en otros términos, impl! 

ca la existencia de un forum rei sitae general para todas

las acciones personales. Pero esto es inadmisible y no -

puede concederse que haya varias quiebras abiertas en dif~ 

rentes paises" 29 ) . 

Para savigny la comunidad de derecho lleva a re~ 

petar las decisiones judiciales y en consecuencia a admi-

tir en un pais los efectos del auto declarativo de la qui~ 

bra doctado en otro, o sea los efectos extraterritoriales

de dicha declaración y menciona que en cuanto al domicilio 

del deudor será la única ley aplicable y sobre todo en - -

cuanto al procedimiento de ejecución sobre una maoa deter

minada de bienes, solo practicable en el lugar donde el -

tribunal reside. 

Niboyet también es partidario de la unidad de la 

quiebra cuando nos seílala "que la quiebra está sometida a 

la ley del domicilio del comerciante, quiere significar 

que cuando el comerciante se declare en quiebra, ha de ha

ber unidad en ésta, la cual no hubiera podido conseguir 

( 29 ) Romero del Prado. Op. cit. p. 157. 
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se de no haber existido acuerdo acerca de la unidad del 

domicilio'' ( 30 }. 

Otros argumentos en favor de la unidad, son que-

la quiebra tiene por objeto llegar a la liquidación e - -

igual repartición de todos los bienes del deudor, y como -

el patrimonio es uno e indivisible, la quiebra también de-

be ser una e indivisible. Ahora bien Romero del Prado 

( 31 señala que la quiebra tiene autoridad de cosa juzg~ 

da y sus efectos por tal circunstancia deben hacerse sen--

tir en todas partes para aprovechar a los acreedores y - -

mientras no se trate de un acto de ejecución. Además los-

acreedores al contratar con el fallido han tenido en cuen-

ta el patrimonio entero de éste, lo que conduc~ a la uni--

dad, con lo que estamos completamente de acuerdo. 

En cuanto a la extraterritorialidad de la quie--

bra Quintín Alfonsin la concreta en dos principios: 

lo.- Quien es fallido en un Estado debe serlo en 

los demás. 

20.- Todos los bienes del deudor deben ser g~- -

rant1a de sus acreedores 32 ) . 

Antes de exponer con mayor claridad estos prin--

cipios, a nuestro parecer los efectos de la extraterrito--

rialidad de la quiebra son producto de las necesidades del 

30 Niboyet. Op. cit. p. 370. 
31 Romero del Prado. Op. cit. p. 159. 
32 lbidem. p. 160. 
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comercio internacional. 

En el primer principio no se puede desconocer -

sin dar paso a una fuente inagotable de fraudes y dismi- -

nuir la seguridad indispensable para el crédito internaci2 

nal. 

Ningún Estado admite que dentro de sus limites -

haya alguna parte del territorio donde el fallido deje de

serlo y donde pueda disponer libremente de los bienes que

por cualquier medio sustrajo a la quiebra. Ya sea porque

la quiebra produce efectos tipicos civiles o mercantiles -

en todo el territorio del Estado: ya sea porque el Estado

está interesado en que no se uludan las normas penales cu

ya aplicación consiguiente es posible; o porque en la ex-

tradición interprovincial del fallido, siempre se cumple -

el principio de que el fallido lo es en todo el territorio 

del Estado. Del mismo modo: cuando varios Estados consti

tuyen una región del tráfico mercantil intenso, ninguno de 

ellos puede desconocer el principio de que el comerciaote

fallido en un Estado debe serlo en todos los demás. 

Seria reprobable, en efecto e inconveniente para 

el crédito internacional que el comerciante que ha sido d~ 

el.arado en quiebra en un Estado y posee bienes cuantiosos

en otro, pudiera dejar impagas las deudas en el primero y

gozar y disponer libremente de sus bienes en el segundo, a 

la vista de sus acreedores y por la sola protección de una 

frontera internacional. Si el comerciante fallido en el -
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primer Estado también lo es en los demás, carecerá de cap~ 

cidad para disponer de sus bienes con perjuicio de los 

·acreedores, y nada le valdrá eludir el cumplimiento de sus 

obligaciones. Dicho principio evita también el transporte 

fraudulento de bienes y efectos de un Estado a otro con el 

fin de presentar una quiebra con el activo consumido. 

Finalmente, dicho principio reproduce otro, ace2 

tado por la doctrina universal, según el cual, es juridic~ 

mente imposible que una persona de derecho sea capaz e in

capaz a la vez. "Si el comerciante fallido en un Estado -

no lo fuera en los demás, podria, desde el territorio de -

cualquiera de ellos donde conservará su capacidad, contra

tar con terceros, pero si esos contratos fueran plenamente 

válidos para el derecho internacional privado producirla -

efectos aún en el territorio donde el comerciante es fall! 

do. O sea reconoce la capacidad del comerciante fallido -

para contratar con el exterior y entonces el contrato pue

de producir efectos en el Estado donde el comerciante es -

fallido, o se reconoce que el contrato no puede producir -

efectos en el Estado donde el comerciante es fallido, y e~ 

tonces estamos afirmando que el comerciante no es plename~ 

te capaz en los demtis Estados" { 33 ) • 

con respecto al segundo principio enunciado, o -

sea que todos los bienes del deudor deben ser garantía de-

~--¡¡amero del Prado. Op. cit. p. 159. 
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sus acreedores, se~ala que asegura la responsabilidad inte~ 

nacional del comerciante y que a su actividad extranacional 

corresponde una responsabilidad internacional: Cuando un -

comerciante hace referencia de su dinero y de sus bienes e~ 

tranjeros para respaldar un crédito que solicita en nuestro 

pais, ofrece una responsabilidad internacional, y cuando 

una persona, teniendo presente aquellos bienes extranjeros, 

concede el crédito solicitado, confía en esa responsabili-

dad internacional y calcula su garantía mediante una pen- -

sión internacional. Por lo que uno y otro consideran jurí

dicamente la norma que obliga al deudor a responder con to

dos sus bienes. Aluden a todos ellos cualquiera que sea el 

pais de su situación constituyendo la garantia de todos los 

acreedores, y por consiguiente, todos los acr~edores, tanto 

los nacionales como los extranjeros poseen el derecho de 

realizar sus créditos sobre los bienes del deudor. "Un - -

principio contrario o diferente, expresa Alfonsin, obstaría 

al comercio internacional cuando un comerciante dene en un 

Estado pero es solvente en el nuestro, ¿que razo11es pode1nos 

aducir para impedir que los acrcedorco del primer Estado se 

cobren en los bienes que el deudor posee en el nuestro? No 

se puede aducir que esos bienes no son propiedad del deu- -

dar~ no se puede aducir que los acreedores no lo previeron

como garantía de su crédito •.. Etc. ( 34 ). 

Creemos que el primer principio, nos presenta una 

( 34 ) Romero del Prado. Op. cit. p. 160. 
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sólida argumentación en favor del sistema de la unidad y 

que sea la más ffi'..)derna, que se ha escrito sobre nuestra ma

teria. 

Los adversarios de la unidad de la quiebra, mani

fiestan varios argumentos, como el reparto de los bienes 

que debe hacerse conformo a la ley de su situación de la 

que no se les puede desligar; agregan también que el proce

dimiento de ejecución sólo puede surtir efectos dentro de -

la jurisdicción de cada tribunal y que puede darse una si-

tuación de inferioridad para el acreedor extranjero dentro

del sistema de la unidad, pero sabemos que esto último obe

dece a un problema de nacionalidad por existir paises en -

los que no se les dá igual trato a los extranjQros respecto 

de los nacionales. 

En favor de la pluralidad, se dice que la quiebra 

tiene por objeto los bienes, antes que la persona del fall! 

do. Primero que el interés del deudor se preocupara garan

tizar a los acreedores el pago de sus deudas y la protec- -

ción de los demás acreedores locales o nacionales que asig

na la pluralidad de las quiebras, pues es el único sistema

que garantiza los derechos de los acreedores nacionales. 

El sistema de la pluralidad encuentra su fundarne!!. 

to en la necesidad de emitir una declaración de quiebra en

cada pais donde el quebrado tenga bienes. Este sistema se

le conoce también por el nombre de territorialidad, en vir

tud de que solamente los bienes del quebrado situados en un 



- 64 -

determinado Estado se podrá ejercer una declaración de qui~ 

bra distinguiéndose de la universalidad, puesto que en este 

sistema éstos mismos bienes, bien podrian pasar a ser admi

nistrados por el sindico, administrador o curador nombrado

por el juez de un pais extranjero. 

Las desventajas que encontramos en este sistema,

es que causa graves inconvenientes y múltiples gastos a los 

acreedores. Con frecuencia cuando el deudor ha llevado sus 

bienes a varios paises, los acreedores según el sistema de

la territorialidad, estarían obligados a instar un proceso

de quiebra en cada uno de estos paises aunque fuera muy f~

cil para el sindico designado en el lugar de su domicilio -

recoger los fondos situados en los demás. 

En favor de la pluralidad, se ha invocado que en

el sistema de la unidad, se obstaculiza la rápida solución

º liquidación del concurso, se obliga al acreedor de un 

país ü lo mejor distante, a concurrir a una quiebra que se

ha abierto en otro, como a someterse a una ley que a menudo 

no conocerá. 

Thaller, sostenía que "una sentencia condenatoria 

tiene indudablemente la propiedad de poder ser invocada en

tadas partes y encierra una verdad que traspasa las fronte

ras del pais en que aquella se pronuncia. Cuando los magi~ 

trados de una nación han resuelto que el demandado debe una 

suma de dinero, esta decisión nada contiene que por su nat~ 

raleza deba circunscribirse en los limites de un Estado, 
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que por la sentencia se relaciona especialmente con la per-

sona. Si el demandante halla la oportunidad de utilizarla 

en un pais distinto de aquel en que ha sido pronunciada,

tiene perfecto derecho para ello, bajo la reserva de las -

contraversias, que se sostiene en la legislación positiva.

respecto al valor de las sentencias que emanan de tribuna-

les extra~os al pais en que se pide ejecución. En muy dis

tinto caso se encuentra la sentencia que contiene una de-

claración de quiebra. Esta declaración es una sentencia -

que no encierra condenación alguna, sino que se limita a 

ordenar el embargo de bienes del deudor común en beneficio

de los acreedores. Basta penetrarse de esta verdad funda-

mental en la materia y el problema queda inmediptamente re

suelto. Ese fallo no se dirige a las personas, sino a los

bienes y si afecta a la persona, es únicamente por acción -

refleja, en cuanto le priva de la administración de los 

bienes. Supóngase un dominio de cierta extensión que com-

prende fracciones de territorio pertenecientes a distintos

Estados y que dada esa hipótesis llega el momento de prac

ticar un embargo, el demandante lo solicita ante el tribu-

nal de una de las dos soberanias¡ y se comprende bien que -

ese tribunal no decretaré la venta de todo el dominio, sino 

de aquella fracción que esté sometida a su jurisdicción.

Seria extra~o que este razonamiento no fuere verdadero tra

téndose del auto que declaraba la quiebra de un comercian

te. La unidad del patrimonio se desmenbrana por la fuerza 
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misma de las cosas, y no puede subsistir ante la plurali-

dad de la soberanía" { 35 } • 

Otro argumento es que las leyes que conciernen a 

la quiebra son leyes de policia y seguridad, de acuerdo 

con la denominación francesa ce las leyes de orden público. 

Lo son de esa naturaleza y por consiguiente rigurosamente

obligatorias y terrjtorialistas, porque tiende a proteger

ª los acreedores en contra de los actos fraudulentos del -

deudor, convirtiéndose las exigencias del crédito en el i~ 

terés social, siendo éste el que las reclama, y la quiebra 

de todo individuo que hace actos de comercio, en un pais -

cuya legislación la organiza o que se encuentra de cual- -

quier forma en con tacto con él, puede ser pronunciada par

la justicia local, cualquiera que sea su nacionalidad o 

las disposiciones de su ley personal. 

Sin embargo, Weiss comenta que desde luego es 

errado decir que las leyes que originan la quiebra son le

yes de policía y de seguridad que se asigna tal titulo a -

todo extranjero sobre el territorio en que están en vigen

cia. Admite, que es el carácter de algunas medidas en ca~ 

tra del fraude y que tiene un carácter penal vinculada al 

orden público internacional que reclama en nombre de la s~ 

ciedad el castigo del acto delictuoso, pero cuando éste no 

ha sido culpable y si como él sus miembros pertenecen a un 

( 35 ) Romero del Prado. Op. cit. p. 162. 
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Estado extranjero, el pais de su residencia no tiene inte-

rés directo de declararlo en quiebra. ( 36 ). 

La teoría que atribuye la quiebra al estatuto 

real conduce igualmente a la pluralidad. Porque de acuer-

do a la antigua división de los estatutos reales y person~ 

les, según tuviese por objeto los bienes o las personas. -

Algunos autores han considerado la quiebra como comprendi-

da en el estatuto real por tener por objeto la liquidación 

y repartición de los bienes del fallido y otros, por las -

incapacidades que trae como consecuencia el auto declarat! 

ve de la quiebra, por afectar en este caso a la persona 

del fallido, la han considerado dentro del estatuto persa-

nal. En el primer caso dándole efectos territoriales se -

ha seguido la pluralidad, en el segundo dándole efectos 

extraterritoriales se ha seguido la unidad. 

Pero en el estatuto real no se consideran los d! 

versos lugares en que el deudor reside o ejerce el comer--

cio, sino la situación de sus bienes. "La quiebra declar!!_ 

da por la justicia local de acuerdo con la lcx rei sitac,-

produce sus efectos en toda la extensión del territorio s~ 

bre todos los bienes que se encuentran alli, pero solamen-

te sobre ellos". ( 37 ) • La ley que la declara no tiene --

autoridad más allá de sus fronteras y no podría asegurar -

sus efectos sobre el territorio extranjero por lo que sur-

36 Weiss, Andre. Op. cit. p. 676. 
37 Ibidem. Op. cit. p. 677. 
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ge la necesidad que se quiera apoderar de todo el patrimo-

nio del fallido de obtener tantas declaraciones de quiebra 

cuantos grupos de bienes haya en diferentes paises. 

Esta teoria ha sido criticada por Lyon-Caen y R~ 

nault aludiendo que las leyes de quiebra no entran en el -

estatuto real "Su fin no es reglar la condición de los bi!:._ 

nes del fallido, fijar los derechos que pueden gravarlos y 

su modo de transmisión. Se proponen solo proteger los in-

tereses de los acreedores y mantener la igualdad entre 

ellos". 38 ) • 

Las objeciones por los partidarios de la unidad-

de la quiebra única, afirman que la ley de quiebra no per-

tenece al estatuto real porque el estado de quiebra es in-

divisible, no es posible ser fallido respecto de ciertos -

acreedores sin serlo de los demás, cuando un comerciante -

ha sido declarado en quiebra, no hay lugar a un nuevo jui-

cio declarativo, o sea duplicar el precedente. "La·quie--

bra afecta al estado de la persona cuya capacidad modif i--

ca; es única y abarcu la situación completa del deudor, 

presente y futura, y los efectos que produce son genera- -

les". ( 39 ). 

El objetivo de las leyes de quiebra nos señala -

Romero del Prado ( 40 ), es salvar el crédito de los acre~ 

38 Weiss, Andre. Op. cit. p. 678. 
39 Ibidem. 
40 Romero del Prado. Op. cit. p. 163. 
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dores tratando de mantener la igualdad entre todos ellos -

y confirma que no se trata de una reglamentación directa -

de los bienes, objetivo del estatuto real. 

se argumenta también en contra de la pluralidad, 

que como se abrirían simultáneamente o sucesivamente en 

otros paises el juicio de quiebra, en caso de que los 

acreedores resultaran impagos o pagados parcialmente en el 

primer juicio y fuera contra los bienes del deudor en otro 

pais para cobrarse los bienes del deudor y asi lograr el -

total o el saldo impagados, abrirla asl una segunda, luego 

una tercera, se correrla el riesgo de que el fallido mien

tras se tramita el primer juicio realice operaciones en 

otro pais, los periodos de sospecha pueden vari..ar, se per

judicaría a los acreedores porque tales operaciones pueden 

ser nulas en un lugar y válidas en otro. 

Por nuestra parte aceptamos la doctrina de la 

unidad de la quiebra, porque considera a la quiebra·como -

una universalidad aún produciéndose en un solo pais, prot~ 

ge por igual los derechos de todos los acreedores, sin ha

cer distinción de nacionalidades, ni otorgando privilegios 

en favor de aquellos cuya situación pueda favorecerlos en 

detrimento de los demás. Creemos que las razones más fue.E 

tes en apoyo de la unidad y universalidad de la quiebra 

son de indole práctica, la finalidad perseguida por el le

gislador desde nuestro punto de vlsta, al propugnar por 

una ejecución colectiva y universal, se desvirtúa con el -
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sistema de la pluralidad, mientras que en la quiebra única 

y con efectos universales responde mejor, tanto a la fina

lidad señalada como el principio de la unidad patrimonial

del fallido y la posibilidad de un reparto más equitativo

de sus bienes entre los acreedores como habiamos apuntado

con anterioridad. 

C.- POSTURA DE MEXICO. 

CONFLICTOS QUE SE PRESENTAN 

Consideramos que en nuestra Ley de Quiebras uno

de sus fines primordiales es la protección de la empresa.

es decir al deudor, por ello diferimos de los pluralistas

que expresan que el único fin de la quiebra es la protec-

ción y garantía de los acreedores. El carácter público de 

la quiebra pensamos que se dá en vista ul interés del Est~ 

do, para que no se defraude a los acreedores, pero también 

para procurar que la empresa no desaparezca. 

Respecto del patrimonio el articulo 2964 de nue~ 

tro Código Civil, nos indica que este ordenamiento adopta

la doctrina personalista del patrimonio, puesto que afirma 

que el patrimonio es único e indivisible, asi toda persa-

na, responde de sus deudas con todos sus bienes. 

Los jueces y tribunaJes mexicanos, estén sujetos 

a su ley nacional y no podrá aplicar ninguna otra, sino 

por mandato de su propia ley, esto es la expresión de la -

soberania del Estado. 

"Determinar el imperio de las leyes en el espa--
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cio es hacer esencialmente, obra de soberania, el princi-

pio de la independencia de los Estados conduce, por lo ta~ 

to, a la solución del conflicto de leyes, como paises dif~ 

rentes existan. Es lo que nosotros llamamos el carácter -

nacional de las reglas referentes a los conflictos de le-

yes" ( 41 ) • 

Vemos que existen dos tipos de conflictos de ca~ 

petencias, un conflicto legislativo y un conflicto judi- -

cial. 

El primero se plantea cuando es necesario deter

minar la ley aplicable al derecho en si, el fondo del der~ 

cho. Es decir determinar la autoridad competente para co

nocer los litigios que surjan en los conflictos- de leyes. 

En cuanto a la ley aplicable en México, se debe

aplicar la ley mexicana cuando los bienes del deudor estén 

situados en el territorio nacional, pero por otra parte, -

debemos aceptar que es posible la aplicación de leyes ex-

tral'las en algunos casos de declaración de quiebra extranj~ 

ra existiendo bienes en México, aunque deberá coincidir -

con la existencia de un acuerdo internacional o bien con -

la aceptación de la sentencia extranjera. 

El conflicto puede derivarse primero de una de-

claración de quiebra en México, con una parte de los bie-

nes del deudor situados en el pais y otro en el extranjero 

( 41 ) Niboyet. Op. cit. p. 305. 
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y segundo, una declaración de quiebra en el extranjero, 

existiendo bienes del deudor en México. 

En el primer caso no existe mayor problema, ni -

el que se pudiera derivar de la nacionalidad de las par- -

tes, ya sean acreedores o deudores, porque la Ley de Quie

bras preestablece que los extranjeros se sujetarán a dicha 

ley como lo señala el articulo 12 del Código Civil para el 

Distrito y Territorios Federales, supletorio de la Ley de

Quiebras, éste nos indica, que las leyes mexicanas, inclu

yendo al estado y capacidad de las personas se aplica a to 

dos los habitantes de la República, sean nacionales o ex

tranjeros que estén dom~ciliados en ella, o sc¿1:1 transeún

tes. Por lo que deducimos que los acreedores domiciliados 

en el pais se sujetaran a las leyes mexicanas y en igual -

forma los nacionales y extranjeros con domicilio fuera del 

país, deben observar lo mandado por nuestras leyes. 

En el segundo caso se pueden presentar dos pro-

blemas: saber si habrá una quiebra única situada en Mexi

co de conformidad con el sistema de la unidad, o si se pu~ 

de dar el caso de una quiebra diferente en un pais extran

jero del de la situación de los bienes. 

Si ambos paises se muestran partidarios de la 

unidad de la quiebra, o tuvieran un acuerdo, se evitarian

múltiples dificultades, pero si no fuera posible, no duda

mos que habré dos o más juicios de quiebra, en donde los -

acreedores tratarían de satisfacer el pago completo de sus 
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créditos. Quiebras múltiples dan como resultado una com-

pleja y peligrosa disgregación de la masa que traerá como

consecuencia el posible hecho de que los acreedores no al

cancen a cubrir sus créditos, impidiendo asi la rehabilit~ 

ción del quebrado. 

La declaración extranjera obstaculizará la perm~ 

nencia de la empresa; el juicio en México, solo tendrá pr2 

yección sobre una parte de los bienes del deudor, aunque -

en algunos casos, suficientes para satisfacer a los acree-

dores de la quiebra mexicana, es posible que en otro pais

no lo fueran y el deudor se veria perseguido por los acre~ 

dores insatisfechos que producirían finalmente la liquida

ción de la empresa. Se puede impugnar lo antei::ior porque

si dentro'del patrimonio del deudor insolvente se incluye

el pasivo y el activo, y si éste es menor que el primera.

se producirla la liquidación de la empresa: por nuestra 

parte nuevamente ratificamos que la adopción del sistema -

de la unidad y universalidad de los bienes, darlan como 

síntesis la eliminación de algunos conflictos de leyes y -

repercutirla en la rehabilitación del quebrado. 

El caso que se refiere a la declaración extranj~ 

ra de quiebra con bienes en México, señalamos que el pro-

blema de la unidad y pluralidad de la quiebra vuelve a sur 

gir. 

Si existiera un acuerdo internacional entre dos

paises, en vez de provocar un conflicto de leyes, la decla 
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ración de quiebra hecha en un pais cuya voluntad se haya -

exteriorizado en el acuerdo, tendrá plenos efectos en el -

otro país, los bienes del deudor pasarán al sindico del 

otro Estado para su administración. 

Si no hubiera convenio internacional, la declar~ 

clón no producirla efectos en el extranjero al menos que -

la ley del lugar acepte la norma del pais de la declara- -

ción, en cuyo caso si habría transferencia de bienes, y c2 

mo resultado un conflicto de leyes, consecuencj.a del reen

vio que hace que el juez del pais de la situación de los -

bienes, al juez de la de la declaración de quiebra. 

Dentro de nuestro sistema jurídico tenemos una -

competencia federal y local. 

El problema en este aspecto es de competencia e~ 

tre el orden jurídico federal y el orden jurídico de cada

entidad federativa. 

La distribución de competencia se encuentra con

sagrada en el articulo 124 Constitucional. "Las faculta-

des que no están expresamente concedidas por esta constit~ 

ción a los funcionarios federales se entienden reservadas

ª los Estados" • 

El poder legislativo federal tiene marcado su é~ 

bito y sus limites en el articulo 73 de la Constitución 

que contiene las facultades del Congreso de la Unión, que

pueden ser exclusivas o concurrir con otras entidades fed~ 

rativas, en cuanto a nuestra materia este articulo en su -
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fracción XXX señala que el congreso tiene facultades para

expedir las leyes que sean necesarias a objeto de hacer 

efectivas las facultades anteriores y todas las concedidas 

por esta constitución a los Poderes de la Unión. 

Creemos conveniente analizar el articulo 121 de

nuestra Constitución que afirma que "En cada Estado de la

Federación se dará entera fé y crédito a los actos públi-

cos, registros y procedimientos judiciales de todos los a~ 

tos. El Congreso de la Unión, por medio de leyes genera-

les prescribirá la manera de probar dichos actos, regis- -

tras y procedimientos, y el efecto de ellos, sujetándose a 

las bases siguientes: 

I.- Las leyes de un Estado sólo tendrán efecto -

en su propio territorio y, por consiguiente, no podrán ser 

obligatorias fuera de él; 

II.- Los bienes muebles e inmuebles se regirán -

por la ley del lugar de su ubicación; 

III.- Las sentencias pronunciadas por los tribu

nales de un Estado sobre derechos reales o bienes inmue- -

bles ubicados en otro Estado, sólo tendrán fuerza ejecuto

ria en éste cuando as1 lo dispongan sus propias leyes. 

Las sentencias sobre derechos personales sólo s~ 

rán ejecutadas en otro Estado cuando la persona condenada

se haya sometido expresamente, o por razón de domicilio, a 

la justicia que las pronunció y siempre que haya sido cita 

da personalmente para ocurrir al juicio; 
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Las fracciones IV y V hablan de los actos del e~ 

tado civil y de los titulas profesionales expedidos por 

las autoridades de los Estados respectivamente, pero en 

realidad no conciernen ninguna de ellas a nuestra materia. 

Se establecen las reglas para eliminar o resol-

ver los conflictos de leyes entre las entidades federati-

vas o sea se refiere a las leyes locales. 

La quiebra es materia federal con base en el ar

ticulo 73 fracción IX y X, la que establece que el Congre

so tiene facultad "Para impedir que en el comercio de Est~ 

do a Estado se establezcan restricciones" y en el X "Para 

legislar en toda la República sobre diversas materias en -

las que nos se~ala el comercio. 

La fracción tX, influye en la promulgación de 

una Ley de Quiebras federal, por presentar un punto de ce~ 

cepci6n, ya que si los Estados tienen la facultad de legi~ 

lar en materia de quiebras, se restringiría el comercio 

nacional quizá por la multitud de conflicto de leyes que -

se originarían entre las entidades federativas. La frac-

ción X otorga una facultad més concreta, porque permite al 

Congreso de la Unión legislar en materia de comercio, en -

todo lo relacionado con la actividad mercantil, y en cons~ 

cuencia está directamente relacionado con la materia de 

quiebras e 
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X.- EFECTOS DE LA DECLARACION DE QUIEBRA. 

El concepto de comerciante al que aludimos en -

el capitulo segundo, deberi1 entenderse tanto al comercia!}_ 

te individual como al comerciante social de acuerdo con -

el articulo 3o. del Código de Comercio en vigor que a la

letra dice: Se reputan en derecho comerciantes; 

I.- Las personas que teniendo capacidad legal para ejer-

cer el comercio, hacen de él su ocupación ordinaria; 

II.- Las sociedades constituidas con arreglo a las leyes

mercantiles; 

III.- Las sociedades extranjeras o las agencias y sucurs~ 

les de éstas, que dentro del territorio nacional ejerzan

actos de comercio. 

También serán comerciantes los extranjeros ya -

sean individuos o sociedades y por tanto podrán ser decl~ 

radas en estado de quiebra en México. 

El articulo 15 del mismo precepto hace mención-
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de las sociedades extranjeras que ejercen el comercio en-

México~ por su importancia citamos este precepto: "Las -

sociedades legalmente constituidas en el extranjero, que-

se establezcan en la República o tengan en ella alguna 

agencia o sucursal, podrán ejercer el comercio sujetándo-

se a las prescripciones especiales de esta Código en todo 

cuanto concierne a la creación de sus establecimientos 

dentro del territorio nacional, a sus operaciones mercan-

tiles y a la jurisdicción de los tribunales de la nación. 

En lo que se refiera a su capacidad para contratar, se s~ 

jetarán a las disposiciones del articulo correspondiente-

del titulo de "Sociedades extranjeras". 

El segundo elemento, la cesación de pagos que -

ya tratamos en el capitulo II, presupone un estado patri-

monial, se basa en el concepto de insolvencia. La mayo--

ria de las veces las relaciones comerciales se apoyan so-

bre el crédito y la velocidad de circulación, por lo tan-

to no puede identificarse la insolvencia económica, con -

la quiebra. 

Algunos autores han afirmado que la cesación 

de pagos es la insolvencia presumida por el juez partien-

do de que ésta es un concepto económico base de la quie--

bra, sin embargo la Ley fija una serie de hechos concre--

tos cuya existencia es apreciable objetivamente. 

La presunción que se establece en el articulo -
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2o.- de la Ley de Quiebras es de hecho, como se reconoce -

expresamente en la frase "salvo prueba en contrario" del -

párrafo final del mismo articulo. 

En opinión general se dice que la investigación-

que el juez debe hacer antes de declarar la quiebra, es 

buscar los signos exteriores del fenómeno, para deducir de 

éstos el convencimiento de la impotencia del patrimonio. 

Estos signos exteriores los clasifica Brunetti -

( 1 ) en directos e indirectos. A su vez los subdivide en 

manifestaciones expresas o tácitas. 

Las manifestaciones expresas son los signos ex--

ternos en donde el deudor ampliamente confiesa la cesación 

de pagos, señalada por los articulas 684 y 686 del C6digo

de Comercio Italiano y las fracciones V y VII del articulo 

2o. de la Ley de Quiebras Mexicana. Las manifestaciones -

tácitas o presentes, son todos aquellos actos resultantes-

de la conducta del quebrado, de lo que puede deducirse su-

estado de cesación. 

Brunetti ( 2 ) nos indica para este caso, la de-

manda de convenio preventivo en los casos en que por no 

concurrir los requisitos legales el tribunal la declara 

inadmisible y por consiguiente se puede declarar la quie -

bra. 

Nuestra Ley regula esta situación en el mismo 

l Brunetti. Op. cit. p. 27. 
2 Ibidem. p. 28. 
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articulo 2o. fracción VIII puesto que la solicitud de su~ 

pensión de pagos y celebración del convenio, presupone un 

estado de insolvencia y es lógico que al comprobarse la -

falta de requisitos para su concesión, hará presumir la -

cesación de pagos. 

Otras manifestaciones presuntas de las que se -

deduce la cesación, son los señalados por las fracciones

III y IV del articulo mencionado, es decir la ocultación

º ausencia del comerciante, el cierre de los locales de -

la empresa. 

Los indicios indirectos por su parte "son aque

llos que ponen de manifiesto la situación del comercian-

te, que no queriendo confesar su situación de cesación se 

ingenia para disimularla o encubrirla mediante artificios 

o expedientes, haciendo de esta manera esperar en balde a 

sus acreedores a los que oculta su desastre patrimonial". 

( 3 ) • 

A esto se refiere el articulo 705 del Código de 

Comercio Italiano y las fracciones I y Vl de nuestra Ley

de Quiebras. 

En todos estos casos bastará una valoración de

conj unto para que los indicios adquieran la categoria de

sistema: el no pago de algunas deudas no diria nada por -

si, si no fuese indicio de una situación irremediablemen

te insubsanable. 

( 3 ) Ibidem. p. 29. 
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La multiplicidad de incumplimientos de esta nat~ 

raleza hecha sobre él tal descrédito que parece establecer 

que su impotencia patrimonial no tiene ya remedio. 

Los efectos de la declaración de la quiebra los

podemos reunir en dos grandes grupos, en el primero inclu! 

mas todos los posteriores a la declaración de la quiebra.

en el segundo los efectos repartidos o sean las consecuen

cias que la resolución produce en relación a situaciones -

juridicas anteriores al momento en que haya sido pronunci~ 

da. 

En el primero tenemos la indisponibilidad del 

quebrado por virtud de la decisión del juez, el fallido 

queda limitado en la administración de sus bienes, articu

lo 15 fracción III y 63 de nuestra Ley de Quiebras. 

Articulo 15 fracción III. "El mandamiento de 

asegurar y dar posesión al sindico de todos los bienes y -

derechos de cuya administración y disposición se prive al

deudor, en virtud de lo sentencia, asi como la orden al c~ 

rreo y telégrafo para que se entregue al s~ndico toda la -

correspondencia del quebrado''. 

Articulo 83. "Por la sentencia que declare la -

quiebra, el quebrado queda privado de derecho de la admi-

nistración y disposición de sus bienes y de los que adqui~ 

ra hasta finalizarse aquélla". 

Rodríguez y Rodrlguez ( 4 ) afirma que la decla-

{ 4 ) Rodriguez y Rodriguez. Op. cit. p. 316. 
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ración de quiebra crea un estado jurídico especial para el 

quebrado que no es de incapacidad, sino de limitación en -

el ejercicio de sus derechos en relación con los bienes 

que han pasado a integrar la masa de la quiebra. Agrega -

que no es un incapaz porque conserva su plena capacidad j~ 

ridica y puede actuar en la esfera de derechos y de bienes 

que no están comprendidos en la masa y que por lo tanto no 

son objeto de desapoderamiento, sino que además, las oper~ 

cienes jurídicas que realiza, en relación con los bienes -

ocupados, son plenamente válidos entre las partes aunque -

no produzcan efecto frente a los acreedores del quebrado.

Hay por tanto una limitación objetiva en cuanto a los bie

nes comprendidos en la quiebra, respecto de los cuales no

puede realizar actos de dominio y de administraCión con -

eficacia en perjuicio de los acreedores. 

Por lo tanto no existe incapacidad absoluta, si

no limitación conservando sus facultades en ciertos actos

como son los derechos civiles y politices, etc., de acuer

do con el articulo 115 de la Ley de Quiebras. 

El sistema italiano limita al quebrado en el - -

ejercicio de ciertos derechos politices y que durante este 

tiempo no podrá ser elector, ni elegible para un cargo pú-

blico ( 5 ). 

La Ley de Quiebras en GU titulo lII Capitulo I -

Sección I se refiere a los efectos en cuanto a la persona-

( 5 ) Brunetti. Op. cit. p. 120. 
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del quebrado; ya que de éstos hemos venido hablando, tam-

bién se refiere a la responsabilidad penal en la quiebra -

o sean a los efectos en la persona del quebrado que const! 

tuye un carácter penal. 

El articulo 91 de nuestra Ley establece dentro -

de la responsabilidad penal en la quiebra las tres clases

que reconoce: lo.- quiebra fortuita; 2o.- quiebra culpa-

ble; 3o.- quiebra fraudulenta. 

En la quiebra fraudulenta el articulo 98 hace tra 

enumeración de los supuestos y entendemos que esta quiebra 

es la del comerciante que con dolo disminuye su activo o -

aumenta su pasivo y no puede calificarse como fortuita o -

culpable por no existir la debida documentación. A su vez 

el articulo 92 define la quiebra fortuita y el articulo 93 

p:rsu parte indica como se constituye la quiebra culpable. 

La quiebra no est~ tipificada como delito, ésta

surge cuando al lado de la quiebra se prueba la existencia 

de ciertas circunstancias. 

surge un conflicto de leyes, porque se expone q..e 

la Ley penal es únicamente aplicable en un ámbito territo

rial. Se puede dar el caso de un comerciante extranjero -

o nacional que abandona el pais habiendo sido declarado j~ 

dicialmente quebrado, calificando la quiebra como fraudu-

lenta. México ha seguido el sistema de la extradición por 

medio de tratados en esta materia, en los cuales les paises 

contratantes se obligan mutuamente a poner a disposición -
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del país requirente a la persona que hubiere cometido un -

acto delictuoso en dicho estado. 

El tercer efecto producido por la declaración, -

dentro de este mismo grupo, es la suspensión de las accio

nes particulares contra el deudor y la acumulación, en ca~ 

secuencia de todos ks litigios al principal de la quiebra. 

En este sentido nuestra Ley de Quiebras en su ªE 

ticulo 126 dice:- ºSe acumularán a los autos de la quie-

bra todos los juicios pendientes contra el fallido, excep

to los siguientes, sin perjuicio de lo dispuesto en el ar

ticulo 122 y de los preceptos que atribuyen al sindico la 

realización de todo el activo: 

I.- Aquellos en que ya esté pronunciada y notifi 

cada la sentencia definitiva de primera instancia. 

II.- Los que procedan de créditos hipotecarios o 

prendarios". 

Por razones de economía procesal, cuando un cré

dito ha sido reconocido judicialmente en contra del quebr~ 

do por sentencia definitiva, no se exige que ese crédito -

933 reconocido nuevamente. En la misma situación se encue~ 

tran los créditos hipotecarios o prendarios que tienen ad~ 

más la garantía real del bien hipotecario o prendario, ta~ 

poco se acumulan. Esto no quiere decir que éstos bienes se 

substraigan definitivamente de la quiebra, no se acumulan

solo en cuanto a su reconocimiento pero si en cuanto a - -



- 86 -

efectos de graduación de pago, pues entonces deben cobrar

en la quiebra según las normas de ésta. 

El vencimiento y la cesación de intereses de to

das las deudas del quebrado exceptuándose también los cré

ditos hipotecarios y pignoraticios que contienen, disminu

yendo intereses estipulados hasta donde alcance el valor -

de las cosas que las garantice. Articulo 128, Ley de Qui~ 

bras. 

Por lo que toca a la suspensión de intereses, d~ 

hemos señalar que éstos solo se producen frente a la masa, 

que cuando no se extingue el credito por convenio y en to

do caso frente a los fiadores y deudores solidarios, los -

acreedores tienen derecho a extinguir e.l pago c.b intereses. 

Ahora bien, los efectos de la quiebra sobre los

contratos pendientes de ejecución como la sociedad, el ma~ 

dato, compra-venta etc., podrán ser cumplidas por el sind! 

ca previa la autorización del juez, oida la intervención -

del juez, de acuerdo con lo establecido por el articulo --

139 de la Ley, 

Se podrá exigir al sindico que declare si va a -

cumplir o a rescindir el contrato, aún cuando no se haya -

llegado el plazo de su cumplimiento. El contratante con -

el quebrado no puede suspender la ejecución del contrato -

hasta que el sindico cumpla o garantice el cumplimiento -

nos dice el mismo articulo. 

La opción entre cumplimiento o no entre los con-
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tratos bilaterales pendientes, no puede existir cuando la-

empresa continúe funcionando, ya que la autorización para-

cumplir los contratos está implicada en la que se concedió 

para que no se interrumpiera o para que se reanudara la a~ 

tividad de la empresa del quebrado. 

Brunetti ( 6 ) afirma que el Código de Comercio-

Italiano no contiene una mención exacta de ejecución y el-

Código sólo contiene un articulo (806) en donde se faculta 

al sindico con el consentimiento de la declaración de -

acreedores y con el consentimiento del juez, para hacer 

que las mercancias se le entreguen pagando al vendedor el-

precio convenido. 

Cuando este autor se refiere al contrato de so--

ciedades, mandatos, y contrato de cuenta corriente dice --

que son contratos sometidos a regulación especial, frente-

a los cuales el sindico no tiene facultad para sustituir -

al quebrado por la prohibición expresa de la Ley. 

Satta ( 7 ) dice que "la cuenta corriente, el 

mandato y la comisión se disuelven por la quiebra de una -

de las partes". 

En la cuenta corriente es una consecuencia natu-

ral del patrimonio del deudor a la satisfacción ejecutiva-

de los acreedores. 

La quiebra del mandante, nos explica, extingue -

6 Brunetti. Op. cit. p. llO. 
7 Satta. Op, cit. p. 301. 
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el mandato porque éste presupone el poder de disponer y de 

admin.istrar por parte del mandante mismo, queda el mandato 

que no concierne a los bienes aprehendidos por la quiebra. 

La disolución del contrato por comisión tiene l~ 

gar por las mismas razonez por las que se disuelve el man

dato ya que entendemos que la comisión no es mAs que un 

mandato sin representación. 

La Ley de Quiebras mexicana en el articulo 141 -

además de los contratos mencionados alude a los contratos

de depósito, apertura de crédito, los cuales quedan resci~ 

didos por mandato de Ley cuando una de las partes quiebra, 

a no ser que el sindico autorizado por el juez, oida la i~ 

tervención se subrogue en las obligaciones de acuerdo con

el contratante. 

En la exposición de motivos de la Ley, comentada 

por Rodríguez y Rodríguez afirma que hay un contrato que -

supone una relación de confianza y normalidad del patrimo

nio de ambas partes y como consecuencia de la quiebra al -

producir la inmobilización del patrimonio y la perdida de

confianza respecto del quebrado ocasiona la rescisión de -

éstos contratos ( 8 ). 

El segundo grupo de efectos de la quiebra son la 

retroacción, es decir las relaciones can el pasado, consi~ 

tentes en la alteración de diversas situaciones periódicas 

concluidas antes de la declaración. 

( 8 ) Rodríguez y Rodríguez. Op. cit. p. 134. 



- 89 -

Abarcamos aqui las nulidades de pleno derecho o

facultades de algunos contratos y negocios jurídicos que -

el quebrado celebró antes de ser declarado en quiebra. 

En los sistemas que solo se reconoce la quiebra

de derecho, es decir a partir del momento de la declara- -

ción judicial el fundamento de retroacción, sólo puede ser 

la mala fé del deudor que produce una ordenación un tanto

arbi traria puesto que no aceptada la quiebra de hecho en -

nuestra legislación, la anulación de los actos a titulo -

oneroso sólo debe ser pronunciada en el caso de haber pro

cedido el tercero contratante con énimo de defraudar a los 

acreedoresª 

En la quiebra se consideran ineficaces con res-

pecto a la masa, los actos a titulo lucrativo realizados -

por el quebrado y en especial las transmisiones de inmuc-

bles hechos a titulo gratuito, concesiones o traspasos de 

bienes inmuebles en pago de deudas no vencidas a tiempo de 

declararse la quiebra, donaciones etc., encontrando su fun 

damento en el articulo 168 de nueztra Ley. 

La acción revocatoria contra actos fraudulentos, 

sirve para declarar ineficaces a aquellos actos que se ha

yan hecho en fraude de acreedores, debiendo probar la in-

tención fraudulenta del que después quebró y la del que a~ 

quirió los bienes, si los actos son onerosos y sólo la de

aquel si se trata de actos a titulo gratuito. 

El último pérrafo del articulo 14 afirma respec-
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to de los efectos de las sentencias extranjeras que se pr~ 

tenden ejecutar en México, que éstos se deberán regir par

las disposiciones de la propia Ley. 

Miaja de la Muela ( 9 ) afirma respecto de los -

conflictos de los efectos de la declaración de la quiebra

que la cuestión más delicada es la de la inhabilitación 

que recáe sobre la persona. En un sistema de universali-

dad de la quiebra es factible que tenga valor extraterrit.e. 

rial, pero si se adopta la solución pluralista, la indisp~ 

nibilidad del quebrado para administrar sus bienes, apare

ce limitada a los comprendidos en la maca de quiebra. 

Dentro de la tramitación de la quiebra la le~x 

fori desempeña un papel preponderante, no sólo en cuanto -

al procedimiento sino en cuanto a las atribuciones de los

sindicos prelación de créditos, a los efectos de la quie-

bra. 

La dificultad residir~ en dar eficacia extrate-

rritorial a todas estas normas y resoluciones. 

( 9 ) Miaja de la Muela. Op. cit. p. 375. 
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XI.- FASES DEL JUICIO DE QUIEBRA EN EL 
DERECHO INTERNACIONAL PRIVADO 

1.- Quienes pueden ser declarados en quiebra. --

Algunas legislaciones establecen la quiebra solo para los-

comerciantes y otros la reconocen para los que no lo son. 

La calidad de comerciante debe estar determinada 

por la ley del domicilio. "Si una persona se encuentra d~ 

miciliada en A, será la ley de este lugar la que determlnu 

si es o no comerciante, y en su caso si puede o no ser de-

el.arado en quiebra" 10 ). 

Arce ( 11 dice que la ley francesa, manda como 

la mexicana, que todo comerciante que deja de hacer sus p~ 

gas, está en estado de quiebra. Entre los Estados que ad-

miten que solamente los comerciantes son los que pueden~ 

brar, encontramos a las legislaciones de Bélgica, Francia, 

Irlanda, Italia, Luxemburgo, Polonia, y advertimos que los 

Estados que admiten y organizan la quiebra son Alemania, -

Inglaterra, Austria, Estados Unidos, Canadá, entre otros. 

10 Romero del Prado. Op. cit. p. 167. 
11 Arce. Op. cit. p. 288. 
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Nuestra Ley de Quiebras, no hace diferencia en--

tre acreedores nacionales y extranjeros; en el articulo 13 

se refiere a sucursales de sociedades extranjeras, previe~ 

do que pueden ser declarados en quiebra sin considerar en-

la competencia que pudiera corresponder a jueces extranje-

ros. 

2.- Quienes pueden solicitarla.- Las legislaci~ 

nes permiten que tanto el deudor como el acreedor o el Mi-

nisterio Público. {Articulo So. L. de Q. }. 

No se toma en cuenta la nacionalidad del deudor-

o de los acreedores, sean nacionales o extranjeros, uno u 

otro pueden solicitarla. 

3.- Tribunal. competente.- Debe declarar la qui~ 

bra el juez del domicilio del deudor, de acuerdo con Weiss 

( 12 ) la unidad y universalidad de la quiebra tienen por-

resultado la atribución única del derecho de declararla, y 

de ver su organización. Esta jurisdicción es evidentemen-

te la que tiene su sede en el lugar de la apertura de la -

quiebra, "que la mayor par.te de las legislaciones identif.!:_ 

can con el domicilio del insolvente" ( 13 ) , afirma que es 

ahi donde se encuentra el asiento legal de su patrimonio,-

donde está en contacto el comerciante con sus negocios y -

donde se encuentran sus libros, donde podrá apreciarse su-

situación y deducir con más eficacia los efectos de la ce-

sación de pagos. 

12 Weiss. Op. cit. p. 685. 
13 Ibidem. p. 686. 
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4.- Ley que debe regir el procedimiento.- Sólo

obedece a la lex fori, se trata evidentemente de las far-

mas procesales que deben estar regidas por la ley del tri

bunal, o sea la ley del domicilio. 

5.~ Verificación de los créditos.- Romero del -

Prado ( 14 }, dice que se regirá por la lex fori lo relat! 

va a plazos Ue presentación de acreedores, la forma como -

debe hacerse. La validez de las obligaciones será apreci~ 

da por el juez, atendiendo a los principios de capacidad -

regidas por la ley personal, por la ley del lugnr de la e~ 

lebración del acto: los efectos por la ley elegida por las 

partes y en su defecto por la lex loci contractus o la lex 

l.oce solucionis. 

6.- Efectos de la declaración de quiebra.- En -

virtud del auto declarativo de la quiebra, el fallido que

da separado e inhabilitado de la administración de los bi~ 

nes, incluso las que obtenga por cualquier titulo mientras 

se encuentre en estado de interdicción de la quiebra, pu-

diendo solamente ejercer aquellas acciones que tengan por

objeto derechos inherentes a su persona o que sean merame~ 

te conservatorios de sus derechos. 

También suspende el ejercicio de las acciones O::!. 

tra el fallido pudiendo solo intentarse con el concurso 

que hace exigibles todas las deudas del fallido, aún cuan-

( 14 ) Romero del Prado. Op. cit. 168. 
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do no esten vencidas. Estos efectos son consecuencia de -

la declaración de la quiebra, y solo pueden obedecer a 1a

ley del tribunal que la declare. 

7.- Nulidad de los actos efectuados por el deu-

dor después de la declaración de falencia; o antes en el -

periodo llamado de sospecha.- Para algunos debe aplicarse 

la ley que rige la quiebra en general, es decir la del do

micilio del fallido como hemos venido repitiendo. Para 

otros debe ser la ley del lugar en que realizó el acto, 

por considerar que estos actos celebrados en ese periodo -

son actos fraudulentos, delictuosos y debe asi seguirse la 

ley que rige las obligaciones emergentes de los delitos, -

la ley del lugar en que este se cometió. Fin~ lmente se - -

opina que debe seguirse la ley del lugar en que se encuen

tren los bienes. 

"Como la anulación es una consecuencia de retro

actividad de los efectos de la quiebra, debe seguirse la -

ley de la misma, la ley del domicilio del fallido" ( 15 ) • 

B.- Facultades de los sindicas.- Est~n señalados 

por la ley de la quiebra, pero en cuanto al ejercicio de -

dichas facultades la forma como deben ser ejercidas debe -

observarse la ley del lugar en que las miamas se ejercen. 

9.- Concordato.- Ya sea que se celebre dentro -

del procedimiento de la quiebra o que sea un medio preven

tivo de la misma debe aplicarse la ley de la quiebra o sea 

( 15 Ibidem. p. 171. 
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la del domicilio del fallido es la que debe observarse en

cuanto a los requisitos a llenarse, mayoría necesaria de -

votos para su aprobación, causas de impugnación, plazos de 

homologación, etc. 

Dictado el auto de homologación, el concordato -

debe producir efectos extraterritoriales, por lo tanto de

be obligar a los acreedores aún cuando no hayan interveni

do, en su valoración el auto de homologación dá al concor

dato su fuerza respecto a dichos acre~dores como a los que 

votaron en contra, nos afirma Romero del Prado ( 16 ) y 

agrega que es precisamente de esta homologación del tribu

nal que le dá caracter de cosa juzgada y de esto se deriva 

su obligatoriedad para todos los acreedores sean adheren

tes o discidentes. No es necesario para ésto ue un exequ~ 

tur especial del concordato o de un nuevo fallo de homolo

gación. Este exequatur únicamente deberá ser exigido cua~ 

do se pretenda prevalecer del concordato para proceder a -

verdaderos actos de ejecución. 

10.- Reivindicación.- se distingue el caso en -

que un bien se encuentra en manos del fallido en virtud de 

un contrato de depósito, prenda, comisión, etc., en que se 

sigue la ley que rige el mandato, el depósito, etc., para

determinar los derechos del depositante, mandante y la ju

risdicción competente es la del lugar en que los bienes 

( 16 ) Ibidem. p.p. 171 y 172. 
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reivindicados se encuentran. 

La otra situación es cuando se ha vendido una c2 

sa y no habiéndose pagado el precio, el comprador quiebra

antes de que la cosa haya llegado a sus manos, aqui se pu~ 

de pedir la resolución de la venta a fin de recuperar la -

cosa vendida. 

Alsina 17 ) lo sintetiza de la siguiente far--

ma, al afirmar que el fundamento consiste en un derecho de 

retención que nace del dominio, o sea la consecuencia de -

la condición resolutoria implicita en los contratos comer

ciales; o esta para otros en la equidad, ya que no permite 

a nadie enriquecerse en perjuicio Ce personal al.guna. 

11.- Liquidación y 9raduación de créditos.- Es~ 

la Ley de Quiebra, la que debe aplicarse en Cl!anto a la li 

quidación; como deben ser vendidos los bienes, en venta pQ 

blica o no; por medio de publicación de avisos, depósito -

de fondos, impugnación de liquidación, etcétera. 

En lo que se refiere a la graduación, se respe-

tdn los privilegios de los acreedores extranjeros, aún - -

cuando también se considera que los acreedores no podrán -

invocarlos sobre los bienes situados en el pais de la qui~ 

bra, sino con los limites establecidos por la ley del lu-

gar de éste. 

12.- Rehabilitación.- Muchos autores opinan que 

el fallido se puede rehabilitar en cualquier pais en que -

( 17 ) Romero del Prado. Op. cit. p. 172. 
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se encuentre, ya que la declaración de la quiebra puede -

producir efectos en otras partes, pero algunos opinan que 

el mismo tribunal que declaró la quiebra y de acuerdo a -

su ley será la que debe dictar el auto de rehabilitación. 

El Tratado de Montevideo de 1889, estableció en 

el articulo 44 que la rehabilitación del fallido solo te~ 

drá lugar cuando haya sido pronunciada en todos los con-

cursos que le siga; en cambio el Código de Bustamante en

su articulo 4222 resuelve que la rehabilitación del quc-

brado tiene eficacia extraterritorial en los demás Esta-

dos, desde que quede firme la r~solución judicial en que

se disponga y conforme a sus términos. 
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TRATADOS INTERNACIONALES SOBRE CONFLICTOS 
EN MATERIA DE QUIEBRAS 

Las ventajas del sistema de la unidad de lo qui~ 

bra, han impulsado a la conclusión de tratados en los que-

se acepta este sistema entre los paises contratantes. 

Pero nos damos cuenta que no han sido muy satis-

factorios los resultados conseguidos, puesto que el compr~ 

miso adquirido por los paises firmantes de estos tratados-

afectan sol.o a 1.as quiebras que sean declaradas, en algún -

otro de los paises consignatarios, con lo cual cabe la po-

sibilidad de una duplicidad de quiebras tramitadas en uno-

de los paises signatarios y en otro que no lo sea del mis-

mo convenio. 

Haremos un análisis de algunos tratados en los -

cuales dentro de sus puntos han tratado en particular la -

materia de quiebras, y las soluciones propuestas para el -

caso de conflictos de leyes en este tema. 
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XII.- TRATADOS DE MONTEVIDEO. 

El tratado de Derecho Comercial Internacional de 

1889, comienza con el titulo referente a los actos de co-

mercio y de l.os comerciantes, que con toda la lógica y es

tructura juridica, presenta el tratado un orden metodológl 

co quedando por último en el titulo X lo referente a las -

quiebras. 

En él se combinan el sistema de la unidad y plu

ralidad de las quiebras, comenzando por la unidad para se

guir luego el de la pl.uralidad y concluir con las normas -

que dentro de su texto se fusionan los dos sistemas. 

Los principios más importantes que se consagra-

ron en este sistema los tenemos, primero en el articulo 35 

de este Tratado donde se declara competente al juez del ct2 

micilio del deudor. 

Articulo 35.- "Son jueces competentes para cono

cer de los juicios de quiebra los del domicilio comercial

del fallido, aún cuando la persona declarada en quiebra 
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practique accidentalmente actos de comercio en otra na- -

ción, o mantenga en ellas agencias o sucursales que obren-

por cuenta y responsabilidad de la casa principal" ( 1 }. 

Establece también que los acreedores de otro 

pais pueden promover en éste un nuevo juicio de quiebra, -

siguiéndose separadame~te los procedimientos, pero ponien-

do a disposición de la masa en otro Estado el sobrante de-

los bienes del deudor. Articulo 36.- "Declarada la quie-

bra en un pals, en el caso del articulo anterior, las medí 

das preventivas dictadas en ese juicio se harán también 

efectivas sobre los bienes que el fallido tenia en otros -

Estados, sin perjuicio del derecho que los articu.los conc2 

den a los acreedores locales" ( 2 ) • 

Articulo 41.- "Cuando proceda la pluralidad de-

juicios de quiebras o concursos según lo establecido en e§_ 

te titulo, el sobrante que resultare a favor del fallido -

en un Estado será puesto a disposición de los acreedores -

del otro, debiendo entenderse con tul objeto los jueces 

respectivos" ( 3 }. 

se reconoce la facultad de los sindicas para - -

ejercitar extraterritorialmente las funciones que les ca--

rrespondan. 

' ( l ) Alcor ta, Carlos Alberto. "Los tratad6s de Man tevi-
deo de 1889." Montevideo. Pel'la Hnos. imp. 1931. p. 80. 
( 2 l Ibídem. 
( 3 ) Ibídem. p. Bl 
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Articulo 44.- "La autoridad de los síndicos o r~ 

presentantes legales de la quiebra será reconocida en to--

dos los Estados, si lo fuese por la ley del pais en cuyo -

territorio radica el concurso al cual representan, debien-

do ser admitivos en todas partes a ejercer las funciones -

que les sean concedidos por dicha ley y por el presente --

tratado" ( 4 ). 

El Segundo Congreso de Montevideo, se celebró en 

1939-40. Este Congreso revisó ampliamente los antiguos 

Tratados. Se incluyó en éste un nuevo tratado de Derecho-

Procesal Internacional y se introducen algunas normas rel~ 

tivas a la quiebra de los comerciantes. Pero mantiene la-

estructura del antiguo tratado. 

"Con pe quenas modificaciones, el mismo sistema 

se sigue en el tratado de 1940. Según se desprende del 

análisis de ambos tratados realizados por Quintln Alfan- -

sin, el de 1940 está más inclinado a la quiebra plural que 

el que lo antecedió" ( 5 ) • 

XIII.- CONGRESO JURIDICO DE TURIN. 

Bajo la presidencia de Mancini, se reunieron not~ 

bles jurisconsultos en Turin en 1880, redactándose un pro-

yecto que sirviera de base para un acuerdo entre los Esta-

dos en el cual se afirmaba el principio de la unidad y un~ 

Ibídem. 
Miaja de la Muela. Op. cit. p. 327. 
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versalidad de la quiebra. 

Se establecia que el tribunal del lugar donde se 

encuentra el principal establecimiento comercial, es el 

competente para declarar la quiebra; sus sentencias ten--

drian en los otros Estados la autoridad de cosa juzgada, -

el exequatur sólo es necesario para proceder a actos ejec~ 

tivos las restricciones a la capacidad comercial del que

brado, el nombramiento de los poderes de los administrado

res de la quiebra; la admisión, formulación y efectos del 

concordato; liquidación y reparto del activo entre los 

acreedores nñcionales y extranjeros serán regidos por la -

ley del lugar en donde la quiebra ha sido declarada. 

Los derechos reales, las razones de preferencia

por hipoteca, privilegio y prenda, los derechos de reinvi~ 

dicación, distracción y retención sobre los bienes mue- -

bles e inmuebles del quebrado serán regulados establece -

el congreso por la ley del lugar de su situación, la de-

signación del tribunal competente para juzgar sobre las -

cuestiones relativas a estos derechos que corresponden 

al tratado internacional ( 6 ). 

XIV.- CONFERENCIAS DE LA HAYA. 

La Segunda Conferencia oficial del derecho InteE 

nacional Privado, reunida en La Haya (1894) procedio en su 

Quinta Comisión a un estudio sobre la quiebra, aceptando -

( 6 ) Romero del Prado. Op. cit. p. 195. 
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la competencia de cualquier tribunal del lugar, sin tener

en cuenta que fuera el centro de los negocios o una sucur

sal y el principio de la unidad en términos generales. 

Años después en la Cuarta sesión de 1904, prefirió elabo-

rar un tratado tipo para que sirviera de modelo a conven-

ciones bilaterales. 

Su articulo lo., establece que la declaración 

de quiebra de un comerciante hecha en uno de los Estados -

contratantes por la autoridad competente de acuerdo con el 

articulo 2o. ser ti reconocida y producirá sus efectos en 

los demás Estados contratantes de la manera y en los limi

tes que más adelante se determinan. Esa autoridad campe-

tente dice el articulo 20. debe ser la del pa1s en que el

deudor tenga su principal establecimiento mercantil. Para 

una sociedad la única autoridad competente es la del pais

en que tenga su centro social, a condición de que no sea -

fraudulento o ficticio. 

conforme al articulo Jo. si la quiebra declarada 

en uno de los Estados contratantes comprende una sucu~sal

o un establecimiento en otro, las formalidades de publici

dad exigidas por este último se cumplirán por el sindico o 

el depositario en el lugar de esa sucursal o establecimie~ 

to, sin perjuicio de las medidas conservatorias o de admi

nistración previstos en otros articulas. 

"Dice el articulo 4o. que el nombramiento y los-
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poderes de los administradores de la quiebra, las formas -

del procedimiento, la admisión de los acreedores, la cele

bración del comercio y la distribución del activo, se reg~ 

lan por la ley del lugar en que la quiebra ha sido declar~ 

da. El So. previene que los acreedores extranjeros, mien

bros de los Estados contratantes, quedan eternamente asim~ 

lados a los acreedores nacionales." 

"De acuerdo con el articulo 60. sin que se nece

site un exequatur previo, el depositario o administrador -

de la quiebra, debidamente nombrado conforme a la ley del

Estado, en que ha sido declarada puede en casa Estado con

tratante tomar las medidas conservatorias de administra- -

ción relativas a dicha quiebra. Puede comparecer en jui-

cio como demandante o demandado, en representación de la -

quiebra o del quebrado, pero con la prohibición de procc-

der en otros actos de ejecución, mientras no obtenga el -

exequatur en virtud del cual actue conforme a la ley del -

lugar en que esos actos han de cfcctllé:irsc". 

"Se considera exequatur si el solicitante com- -

prueba lo.- Que la quiebra ha sido declarada por autoridad 

competente de acuerdo con el articulo 2o.; 2o.- Que la de

cisión es ejecutoria de un Estado en que se haya dictado:

Jo.- Que la copia de ella presentada reune, según la ley -

de dicho Estado, los derechos condiciones necesarias para

su autenticidad: 4o.- Q.E el deudor ha sido debidamente co~ 
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vacado, representado o declarado en rebeldía. El procedi-

miento para el exequatur se regula por la ley del Estado -

en que se hubiere pedido. Puede solicitarse, no solo por-

el administrador de la quiebra, sino por cualquier persona 

autorizada a este efecto por la ley del país en que se ha-

ya declarado. Las disposiciones que este p~rrafo contiene 

forman los artículos 7 y 8 de dicho proyecto" ( 7 ) • 

El articulo 9o. dispone que el concordato o con-

venia posterior a la declaración do quiebra producirá efe~ 

to de pleno derecho en todos los Estados contratantes, si-

ésto se ha acordado por los acreedores y apro~ado por la -

autoridad competente con las formalidades prescritas en la 

ley del Estado en que la quiebra se haya declarado. 

XV.- CODIGO DE BUSTAMANTE. 

Este Código es un documento de suina importancia-

para el derecho Latinoamericano. Fué adoptado en la VI 

Conferencia Panamericana, celebrada en la Habana el 20 de-

febrero de 1928. En ella estuvieron representados los .pa.!_ 

ses de Perú, Uruguay, Panamá, Ecuador, México, El sulvü- -

dor, Guatemala, Nicaragua, Bolivia, Venezuela, Colombia, -

Honduras, Costa Rica, Chile, Brasil, Argentina, Paraguay,-

Haití, República Dominicana, Estados Unidos de Norteaméri-

ca y Cuba. 

( 7 ) Bustamante y Sirven, Antonio Sánchez de. "Derecho
internacional privado". Habana. Carasa y cia. 1931. T. -
III. p. 332. 
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En el Titulo Noveno, se trata de la quiebra o 

concurso, pero no llega totalmente a la unidad de la quie-

bra puesto que en su articulo 414, dispone que "si el deu-

dar concordatario, concursado o quebrado no tiene más que-

un domicilio civil o mercantil, no puede haber más que un-

juicio de procedimientos preventivos de concurso o quiebra 

o una suspensión de pagos, o quita y espera, para todos sus 

bienes y todas sus obligaciones" ( B ) • El articulo 415 

desvirtúa el principio unitario al admitir que "si una pe.E. 

sana o sociedad tuviere en más de un Estado contratante 

con varios establecimientos mercantil.es enteramente separ~ 

dos económicamente, puede haber tantos juicios de procedí-

mientes preventivos de quiebra como establecimientos mer--

cantiles'' ( 9 ). 

Sin embargo en el mismo titulo I Capitulo 11, 

trata de los efectos extraterritoriales, estableciendo en-

el articulo 416 1 
11 La declaración de incapacidad del quebr~ 

do o concursado tiene en los Estados contratantes efectos-

extraterritoriales mediante el cumplimiento previo de lc:ss-

formalidades de registro o publicación que exija la legis-

l.ación de cada uno de ellos" { 10 ) . 

También le dá efectos extraterritoriales a las -

facultades y funciones de los sindicas (articulo 418), el-

B ) Bustamente y Sirven, Antonio sánchez de. ''El códi
go de derecho internacional privado y la sexta conferencia 
panamericana". La Habana. Imprenta Avisador Comercial, --
1929. p. 248. 
( 9 ) Ibidem. p. 249. 
( 10 ) Idem. 
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efecto retroactivo de la declaración de la quiebra o con

curso, (articulo 419). 

XVI. - REFORMULACION DEL DERECHO SOBRE EL 

CONFLICTO DE LEYES 

En la introducción del proyecto oficial de la -

reformulación del Instituto del Derecho sobre conflictos

de Leyes, se señala que su publicaC'··.ón fué autorizada por 

el Consejo del Instituto y por la junta anual del 10 de -

abril al 12 de mayo de 1934. 

El objeto del Instituto de preparación se pre-

senta como una formulación metódica de la ley consuetudi

naria general de los Estados Unidos, incluyendo en éste -

término no solamente a la ley desarrollada por decisiones 

judiciales sino también por las cortes de estatutos que -

han sido generalmente promulgadas y que han estado en vi

gor por muchos aílos. 

El Instituto reconoce que el siempre creciente -

volúmen de las decisiones de las Cortes, estableciendo 

nuevas normas o precedentes, y las numerosas instancias -

en las cuales las decisiones son inconciliables, como re

sultado no solo de la creciente complicación de las cond! 

cienes económicas de la vida moderna que están increment~ 

das tanto la incertidumbre de las leyes y la falta de cla 

ridad, que ésta forzará al abandona del sistema legal con 

suetudinario de los Estados Unidos de Norteamérica, de e~ 
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presar y desarrollar las leyes a través de la aplicación -

judicial de las normas existentes por las combinaciones de 

nuevos hechos y la adopción en su lugar de códigos legisl~ 

tivos rigidos, a menos que pueda encontrarse un nuevo fac-

tor que promueva la certidumbre. 

La cuidadosa reformulación de la ley consuetudi-

naria, por los profesionales de las leyes tal como están -

representadas en el Instituto, son un intento de proporci~ 

nar este factor necesario. El objeto del Instituto es co~ 

sumado en tanto los profesionales de las leyes aceptan la-

reformulación prima facic de una correcta formulación de -

la ley general de los Estados Unidos. 

Respecto de la quiebra o bancarrota apuntan: 

Articul.o 375.- "La descarga en la quiebra, obs--

truye de acuerdo con los términos de las leyes respecto de 

la quiebra, a todos los acreedores que están sujetos a la 

jurisdicción del tribunal de quiebras". { 11 ) • 

En el mismo se hace el comentario de que los Es-

tados Unidos, antes de la promulgación del actual estatuto 

federal sobre quiebras, una relación fué cancelada por una 

descarga de insolvencia bajo una ley estatal, solamente si 

el acreedor era un ciudadano o residente del Estado, cuan-

do se hizo la reclamación y también cuando los procedimie~ 

( 11 ) "Restatement of the law of conflict of laws". The 
American Law Institute•s Committe on Conflict of Laws. Uni 
ted Sta tes. Copyright, 1950 by the American Law Institute:
p. 317. 
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tos de la quiebra se realizaron o si él tomó parte en los

procedimientos de insolvencia acreditando su reclamación -

en alguna otra forma. Bajo el estatuto federal de las - -

quiebras, una descarga funciona previendo la recuperación

en los Estados Unidos sobre una reclamación comprobable 

apropiadamente catalogada, aún contra un acreedor extranj~ 

ro, no sujeto personalmente a la jurisdicción del tribunal 

de quiebra. 

El articulo 263, habla de la cesión voluntaria -

para beneficio de los ucreedores, y asi dice: 1.- Una ce

sión voluntaria para el beneficio de los acreedores de to

dos los bienes muebles del deudor, válida en todos aspee-

tos cuando fué hecha, es efectiva aqui y en otros Estados

pura transferir todos los intereses de los bienes muebles

del deudor. 2.- un Estado en el cual cualquier bien mue-

ble del deudor es licito conceder preferencia con respecto 

a éstos acreedores locales, los cuales podr~n embargar o -

requerir que los acreedores compartan equitativamente en -

el procedimiento. ( 12 ). 

Son cuestiones especificas las que determinan la 

regla expuesta en esta sección; se advierte que es aplica

ble para determinar la validez de una cesión voluntaria 

por el deudor todas sus propiedades muebles para el benef i 

cio de sus acreedores. La validez de tal cesión es deter

minada por la ley del Estado en el cual se hace la cesión. 

( 12 ) Ibidem. p. 244 y 245. 



- 111 -

Si la cesión es válida formalmente y en todos loe aspectos 

sustantivos, por la ley del lugar donde es hecha, será una 

concesión efectiva de bienes muebles en otros Estados. 

O sea, una cesión por el deudor con preferencia a ciertas

clases de acreedores que es válida cuando fué hecha será -

reconocida como válida en el Estado donde cualquier artic~ 

lo de las propi8dades del deudor se encuentren. La regla

expuesta solo es aplicable para determinar la validez de -

una cesión del agregado entero de bienes muebles del deu-

dor para el beneficio de sus acreedores, no es aplicable -

para determinar la licitud de una traslación de un bien 

mueble particular o la creación de un trus en tal bien - -

mueble. 
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e o N e L u s I o N E s 

I.- La quiebra, es un estado de derecho que tie

ne relevancia jurídica solo mediante la declaración judi-

cial que el órgano competente dicte. El estado de quie- -

bra, tiene como base una situación económica del fallido,

un estado patrimonial del comerciante que no puede hacer -

frente al pago de sus deudas vencidas. 

II.- Los elementos para la declaración de la - -

quiebra en México, son: La calidad de comerciante y la e~ 

sación de pagos, pero ésta última deberá ser presumida - -

siempre por el juez, partiendo de que la cesación de pa- -

gos, es un concepto base de la quiebra, y teniendo en cue~ 

ta que la Ley de Quiebras, fija una serie de hechos conCr~ 

tos cuya existencia es apreciable objetivamente. 

III.- En virtud de la existencia de diversas te~ 

rias tendientes a resolver los conflictos de leyes, los E~ 

tados deben por medio de tratados, llegar a un acuerdo so

bre la aplicación de un mismo conjunto de normas que solu

cionen y eviten dichos conflictos. 
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IV.- La quiebra en el ámbito internacional es 

de complicada reglamentación, y los esfuerzos para evitar

los conflictos que se presenten, van encaminados a lograr

un mejor desenvolvimiento del intercambio comercial inter

nacional. 

v.- El tribunal competente para declarar la qui~ 

bra, es el juez del domicilio del comerciante quebrado. 

La competencia del juez se fija por lo tanto, por la ley -

del domicilio del quebrado. 

VI.- Propugnamos por el sistema de la unidad y -

universalidad de la quiebra, y asi, ésta se sustanciará en 

el pais del domicilio del fallido, concentrándose sus bie

nes y los acreedores en este lugar, evitándose los confliS 

tos originados por la pluralidad de juicios. 

VII.- La declaración de quiebra, debe ser recon2 

cida en cualquier lugar, o sea debe surtir efectos extrat~ 

rritoriales, ya que asi cumplirá con proteger más satisfa~ 

toriamente los intereses económicos en juego: para lo cual 

es necesario la elaboración de un Derecho Internacional de 

Quiebra. 
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